


En el capítulo previo se han planteado los grandes re-

tos que enfrenta el México del siglo XXI. En éste se

presenta la respuesta proactiva que propone la socie-

dad mexicana definiendo su modelo de país para el

año 2025. La administración pública federal estable-

ce su misión y los requerimientos para apoyar e im-

pulsar este sueño de los mexicanos.

4.1. La visión del México al que aspiramos

La visión de futuro de México en el año 2025 que la

sociedad mexicana desea tener es la guía de todos los

e s f u e rzos de este gobierno. Esta visión señala las

principales características del país que quere m o s

construir, características en las que la mayoría de los

mexicanos está de acuerdo y que deben trascender el

esfuerzo de este gobierno para afirmar un compro-

miso de largo plazo con la sociedad mexicana.

Se ha definido un periodo de 25 años como un

lapso en el que este ideal pueda ser logrado; 25 años

de esfuerzo para cristalizar un desarrollo nacional del

que todos nos sintamos orgullosos. Para ello es nece-

sario articular a toda la sociedad mexicana en la bús-

queda y logro de un nuevo país.

La visión del México al que aspiramos en el

año 2025 puede sintetizarse así: México será una

nación plenamente democrática con alta calidad

de vida que habrá logrado reducir los desequili-

brios sociales extremos y que ofrecerá a sus ciu-

dadanos oportunidades de desarrollo humano

integral y convivencia basadas en el respeto a la

legalidad y en el ejercicio real de los derechos hu-

manos. Será una nación dinámica, con liderazgo

en el entorno mundial, con un crecimiento esta-

ble y competitivo y con un desarrollo incluyente

y en equilibrio con el medio ambiente. Será una

nación orgullosamente sustentada en sus raíces,

pluriétnica y multicultural, con un profundo sen-

tido de unidad nacional.
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Al concluir el primer cuarto del siglo XXI los me-

xicanos habrán construido una democracia sólida y

logrado reducir las inequidades sociales, políticas y

económicas, con lo cual todos tendrán acceso a una

mejor calidad de vida. Estas condiciones permitirán

construir y recrear formas de organización colectiva

que mantendrán la cohesión social sobre la base de

una alta participación de diversos grupos de la socie-

dad y de un sólido sentido de compromiso social de

sus autoridades.

La sociedad estará integrada en su mayor part e

por individuos con sólidas capacidades para cons-

t ruir su propio bienestar; contarán con el apoyo de

políticas públicas eficaces para complementar sus

e s f u e rzos individuales, y estarán protegidos de ries-

gos que atenten contra sus posibilidades de pro g re-

so. En virtud de su eficacia, su calidad y su transpa-

rencia en el uso de los recursos públicos, las políticas

públicas tendrán un alto grado de aceptación y con-

fianza entre la población.

El país contará con una economía dinámica y

competitiva basada en políticas económicas que pro-

picien un crecimiento económico estable, continuo,

t e c n o l ógicamente innovador y en armonía con el me-

dio ambiente. Este crecimiento hará posible la in-

clusión del conjunto de la población en actividades

económicas que le permitirán ganarse la vida con

dignidad y tener acceso a niveles crecientes de poder

adquisitivo.

La convivencia en el país se sustentará en un

sólido Estado de derecho. El respeto a los dere c h o s

fundamentales consagrados en la Constitución, las

leyes y los tratados internacionales serán guía per-

manente en la acción del gobierno. Autoridades y

ciudadanos se conducirán, por igual, con apego a

la legalidad. Ante la inobservancia del marco nor-

mativo habrá acceso amplio y expedito a la pro c u-

ración y administración de justicia. La actuación de

los gobiernos se sujetará estrictamente a la volun-

tad popular, expresada en instituciones modern a s
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que garantizarán el ejercicio continuo de la demo-

c r a c i a .

En el contexto internacional, nuestro país esta-

rá abierto a los intercambios económicos, sociales,

culturales y políticos. Asimismo, México re i v i n-

dicará con orgullo sus raíces históricas, la diversi-

dad étnica de su sociedad, su soberanía nacional,

su inamovible vocación por la paz y el respeto al or-

den jurídico internacional, al tiempo que fomen-

tará y apoyará una cultura de la innovación. El

d e s a rrollo de la unidad nacional se asentará en la

c o n s t rucción de instituciones que respeten la mul-

ticulturalidad y normen con equidad los dere c h o s

y las obligaciones de los distintos grupos que con-

f o rman la sociedad mexicana, sin atentar contra la

integridad de la nación ni de los valores que susten-

tan su identidad.

México aspira a ser uno de los países líderes en

la promoción de un desarrollo integral que llegue a

toda la población.

4.2. La misión del Poder Ejecutivo Federal

La administración pública federal establece una mi-

sión que define lo que este gobierno se compromete

a realizar para avanzar en el logro del México que se

desea en el 2025.

La misión establece los objetivos por los que

todos los miembros de la administración pública, en-

cabezados por el Presidente de la República, se com-

p rometen a trabajar con absoluta fuerza y dedicación.

La misión del Poder Ejecutivo Federal 2000-

2006 es conducir responsablemente, de manera

democrática y participativa, el proceso de tran-

sición del país hacia una sociedad más justa y

humana y una economía más competitiva e in-

cluyente, consolidando el cambio en un nuevo

marco institucional y estableciendo la plena vi-

gencia del Estado de derecho.

Para lograrlo habremos de:

• Contar con una política de finanzas públicas

sanas, que nos permitan apoyar las acciones que

encaminen al país hacia el desarrollo que se re-

q u i e re .

• Ser un buen gobierno, mediante la implanta-

c i ó n de prácticas y procesos que garanticen la con-

creción de los resultados del Plan Nacional de Desa-

rrollo 2001-2006.

• Tener un gobierno inteligente, eficaz, efectivo,

que haga más y cueste menos.

• Establecer al desarrollo humano como eje

rector de su acción, para diseñar e instrumentar po-

líticas públicas que den lugar a un desarrollo econó-

mico dinámico, incluyente y en armonía con la na-

t u r a l e z a .

• Crear las condiciones políticas, económicas y

sociales que promuevan los procesos de desarrollo

nacional.

• Establecer una nueva cultura de gobierno basa-

da en el humanismo, la equidad, el cambio, el d e s a-

rrollo incluyente, la sustentabilidad, la comp e t i t i v i d a d ,

el desarrollo regional, el Estado de derecho, la gober-

nabilidad democrática, el federalismo, la transparen-

cia y la rendición de cuentas.

• Consolidar la transición a una democracia plena.

• Garantizar la vigencia del Estado de dere c h o .

• I n s e rtar a México en la competencia intern a c i o-

nal, equilibrando los beneficios y costos de la globa-

lización.

• Dar seguridad personal al ciudadano y a su fa-

milia.

• Eliminar las restricciones legales y estructura-

les de la economía para desatar un proceso cre ativo

que impulse el desarrollo económico del país en for-

ma sostenida y sustentable.

• Innovar en todos los planos de la vida nacio-

nal: científico, jurídico, económico, social, educati-

vo, administrativo, etcétera.

• Llevar a cabo una revolución educativa que

p e rmita el desarrollo del país y una alta calidad de vi-

da para toda la población.

• Sentar las bases, irreversibles, de un nuevo

m odo de comportamiento y cultura política basado e n

una ética pública.

El Plan Nacional de Desarrollo es, también, el

m a rco en el que se definirán los programas sectoria-

les, regionales, institucionales y especiales. Tanto el

Plan como los programas específicos permearán en

los programas operativos anuales, por lo que el es-

fuerzo de lograr la visión del México al que aspi-

ramos en el año 2025 será apoyado por la adminis-

tración pública federal de acuerdo con el marc o

establecido en la misión.
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4.3. Los principios que sustenta el Ejecutivo federal

El desarrollo de las funciones de la presente adminis-

tración, contenidas en este Plan Nacional de Desarro-

llo, se apoya en tres postulados fundamentales:

• Humanismo

• Equidad

• Cambio

En cuatro criterios centrales para el desarrollo de

la nación:

• Inclusión

• Sustentabilidad

• Competitividad

• Desarrollo regional

En cinco normas básicas de acción gubern a m e n-

tal:

• Apego a la legalidad

• Gobernabilidad democrática

• Federalismo

• Transparencia

• Rendición de cuentas

En conjunto, estos principios guiarán los pro-

yectos, los programas y las acciones de la administra-

ción pública federal.

Postulados

Humanismo

Cada persona es un ser único; por ello, debe ser apo-

yada para que pueda lograr su más amplio desenvol-

vimiento material y espiritual. Ése es precisamente el

fin primordial de las acciones del Estado: lograr el

desarrollo integral del ser humano y de sus comuni-

dades.

Los seres humanos se expresan plenamente cuan-

do descubren y ejercitan sus potencialidades tanto

intelectuales como físicas. Es obligación de las auto-

ridades propiciarlas, respetando las distintas formas

de ser de las personas y de las familias integrantes de

la comunidad y, de esta manera, hacer posible el me-

joramiento de la vida humana, afirmar su valor y

darle seguridad.

Este gobierno tiene como tarea primordial crear

las condiciones económicas, sociales y políticas para

apoyar el desenvolvimiento armónico de las faculta-

des del ser humano, su inteligencia y su voluntad li-

bre, tanto en el ámbito individual como en el social,

alentando una conciencia cívica que permita tener

mejores ciudadanos.

La dignidad de la persona exige que el Estado

respete estrictamente los derechos humanos, que las

instituciones se orienten y fundamenten en princi-

pios de solidaridad y de justicia, y que el principio de

subsidiariedad enmarque los espacios de acción del

Estado.

Equidad

Los ciudadanos son iguales ante la ley y deben tener

las mismas oportunidades para desarrollarse, inde-

pendientemente de sus diferencias económicas, de

opinión política, de gén e ro, religiosas, de pert e n e n c i a

étnica o preferencia sexual u otras. Esas diferencias

no pueden, en ningún caso, utilizarse o invocarse pa-

ra evitar que a todas las personas se les brinden las

mismas oportunidades. La propia diversidad entre

los individuos hará que cada uno de ellos opte por

aprovechar o no ciertas oportunidades; lo que im-

porta es que la sociedad las haya puesto a su dispo-

sición y haya mejorado su capacidad para aprove-

charlas sin exclusiones.

México se ha caracterizado, en sus casi dos siglos

de existencia como país independiente, por una no-

table desigualdad de oportunidades entre sus distin-

tos grupos sociales. Específicamente, en lo re f e rente a

la cultura y su preservación, al acceso a la educación,

a los servicios públicos, al trabajo y a la participación

en la economía y, desde luego, al ejercicio de los de-

rechos ciudadanos.

Las inequidades son causa de muchos dramas en

la vida de los seres humanos que no alcanzan a desa-

rrollar su potencial como personas. Las oport u n i d a d e s

son distintas en el ámbito rural y en el urbano, en las

grandes y en las pequeñas ciudades, en las zonas re-

sidenciales y en las zonas marginadas, etc. También

se advierten de manera muy notoria desigualdades

de oportunidad entre los géneros, pues los hombres

tienen más posibilidades de acceso a las distintas op-

ciones de educación y trabajo que las mujeres.

Debido a ello, se re q u i e re de manera imperati-

va la transversalidad de las acciones de gobierno, pa-
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ra que los resultados sean equitativos y aseguren el

impacto deseado en los grupos más desfavore c i d o s :

indígenas, mujeres, personas con discapacidad, et-

c é t e r a .

La promoción de la equidad y la igualdad de

o p o rtunidades es otra tarea primordial de este gobier-

no. Para llevarla a cabo se crearán las instituciones y

los mecanismos indispensables, así como programas

regionales y especiales para poner al alcance de todos

los habitantes sin distinción los bienes sociales y los

satisfactores básicos: habitación, vestido, sustento,

transporte, educación, trabajo, salud, seguridad so-

cial y diversión sana.

Cambio

Para que se establezcan las condiciones y oport u n i-

d ades que re q u i e re el conjunto de la población en

M é x ico es necesario el cambio; éste, a su vez, exige el

establecimiento de un sistema democrático y de re s-

p o n s a b i l i d a d compartida entre las instituciones pú-

blicas y las organizaciones de la sociedad.

Sin embargo, es fundamental entender cuáles

son las exigencias para vivir positivamente esta nue-

va dinámica de la sociedad en proceso de cambio.

Es indispensable un mayor conocimiento de la

historia de nuestro país, para poder advertir claramen-

te los aciertos y erro res que hemos cometido como co-

munidad nacional y como comunidades re g i o n a l e s .

Esta cambio incluye la realización de un esfuer-

zo solidario y permanente para transformar las con-

frontaciones y conflictos en relaciones constru c t i v a s

encaminadas a la consolidación de un nuevo ord e n

en el que se conduzcan positivamente las relaciones

sociales, económicas y culturales, sin demérito de

personas y comunidades.

Es indispensable la generación de confianza en

un gobierno transparente y honesto en todos los ór-

denes de la administración pública, que mantenga in-

f o rmada a la sociedad sobre el ejercicio del poder y la

operación de las instituciones públicas, y dé a la so-

ciedad la capacidad suficiente para formular denun-

cias y exigir responsabilidades a los servidores pú-

blicos.

La demanda de la ciudadanía de contar con un

g o b i e rno que produzca resultados tangibles y valio-

sos, hace necesaria la implantación de un proceso de

cambio profundo que le permita responder al nuevo

e n t o rno y crear las oportunidades de desarrollo para

toda la población. Esto exige un trabajo serio y entu-

siasta para dejar atrás prácticas y supuestos obsoletos,

y para emprender un proceso de cambio y transfor-

mación con ideas innovadoras y creativas. Se re q u i e-

re un cambio de paradigmas; un cambio de cultura

que permita la evolución hacia enfoques proactivos y

v i s i o n a r i o s .

La innovación en el gobierno, que nos perm i t a

concebir nuevas formas de hacer las cosas, así como

mejorar lo que se ha estado haciendo bien y que

p roduce un valor agregado para la sociedad. Con

ideas innovadoras buscaremos remplazar los siste-

mas burocráticos por sistemas empre n d e d o res, así

como crear organizaciones públicas y sistemas de

atención que estén mejorándose de manera perm a-

n e n t e .

La consolidación de un gobierno que se dedique

a administrar resultados, en vez de normas y trámi-

tes. Un gobierno con sentido estratégico en la con-

d u c c i ó n del desarrollo del país mediante procesos de

planeación que respondan a las expectativas de la so-

ciedad, y que rinda cuentas de sus resultados y de la

conducta de sus servidores públicos.

La construcción de una economía sana que cre z-

ca de manera estable y dinámica, y cuyos beneficios

lleguen a toda la población.

El establecimiento de mecanismos preventivos

del daño que pueden causar las relaciones de pro d u c-

ción inequitativas, la concentración del ingreso, los

privilegios y la corrupción que afectan severamente

a las instituciones y a las personas.

Sólo de esta manera podremos hablar de un ver-

dadero cambio, que parta de la sociedad y que defi-

na con claridad el quehacer y el alcance de las insti-

tuciones públicas, y no como en el pasado cuando el

cambio se imponía desde las cúpulas del poder.

El cambio que este gobierno llevará a cabo se

basa en la edificación de una nueva era de coopera-

ción democrática, seguridad pública y Estado de de-

recho; en el fortalecimiento de la economía garanti-

zando un crecimiento con calidad humana y en

equilibrio con nuestro entorno. Un cambio para c o n s-

t ruir una nación con altos índices de desarrollo social

y humano.
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Criterios centrales para el desarrollo de la nación

Inclusión

Este Plan busca ofrecer oportunidades a toda la po-

blación para que, mediante una mejor preparación,

se facilite su crecimiento como personas y adquieran

la capacitación y el adiestramiento necesarios para

a p rovechar las oportunidades del desarrollo. Para lo-

grarlo se requiere una nueva relación entre el gobier-

no y la sociedad que permita la creación de nuevas

formas de inclusión, así como la reconstitución del

tejido social.

Históricamente y a lo largo de casi doscientos

años, México se ha desenvuelto como país indepen-

diente, teniendo como antecedentes las culturas ori-

ginales de la región mesoamericana y los tres siglos

del periodo colonial. Su desarrollo ha alcanzado un

nivel de integración nacional y regional de ciert a

consistencia; sin embargo, faltan elementos de cohe-

sión que den estabilidad y posibilidades de desarro-

llo al conjunto de la población.

Con la globalización de la economía, a principios

de los ochenta, se abrieron para México extraord i n a-

rias oportunidades para exportar y producir en gran

escala. Así, a mediados de la misma década, el país

inició su inserción en la economía internacional. Este

proceso ha propiciado que una parte de la economía

mexicana se transformara, que participara con éxito

en el marco de competencia internacional y se cre a r a n

nuevas fuentes de empleo y de riqueza. Sin embargo,

otra parte ha permanecido rezagada y ha encontrado

grandes dificultades para adecuarse a la cambiante re a-

lidad económica.

En la era de la globalización, las políticas pues-

tas en práctica en el país no han logrado estabilizar la

economía ni propiciar un desarrollo equilibrado en-

tre regiones, sectores y grupos de la población. El re-

sultado ha sido un costo social muy elevado: las desi-

gualdades sociales y regionales se han incre m e n t a d o ;

la pobreza y la marginalidad han crecido, y el subem-

pleo y el empleo informal constituyen la manera de

participar en la economía para millones y millones

de mexicanos.

Esta situación de inequidad demanda hoy una

política de desarrollo incluyente y plural, que tome

en cuenta las distintas ideas, etnias, necesidades y cir-

cunstancias de los distintos grupos y regiones del país

para incluirlos en el proceso de desarrollo. Por ello,

uno de los criterios centrales de la política de desa-

rrollo de este gobierno consiste no sólo en llevar bie-

nes que mitiguen la inequidad y la miseria, de lo que

se trata es de c o n s t ruir puentes para el desarro l l o

económico y social de los grupos marginados, muchos

de los cuales durante décadas han estado excluidos,

de manera muy especial los indígenas, buscando que

transiten de su condición de pobreza y exclusión, a

una de progreso, bienestar y mejores condiciones de

vida.

El desarrollo humano debe ser incluyente para

ofrecer a todos los mexicanos las oportunidades que

necesitan para su crecimiento como personas se re-

quiere una nueva relación entre el gobierno y la so-

ciedad, se requiere una política social de inclusión.

Se necesita una considerable expansión de los

mecanismos que permitan ampliar las capacidades de

todos los mexicanos, especialmente los más desfavo-

recidos, al tiempo que se incrementan las oportuni-

dades y se garantiza que cada persona tenga acceso a

ellas, lo que le permitirá ser sujeto de su propio de-

sarrollo, al poseer los medios para progresar por su

propio esfuerzo.

Así, las acciones para promover el desarrollo del

país estarán orientadas a lograr que los avances en los

procesos de innovación y las oportunidades de acce-

so al crédito, a la tecnología, al conocimiento técnico

y al dominio de las mejores prácticas estén disponi-

bles para más mexicanos. Debemos asegurar que to-

dos estén incluidos en el proceso de desarrollo cre a n-

do nuevas formas de inclusión y reconstituyendo el

tejido social.

Sustentabilidad

La otra gran área excluida del proceso de formación

de la nación mexicana ha sido la protección de la

naturaleza. Ti e rra, aire, agua, ecosistemas naturales y

sus componentes, flora y fauna, no han sido valora-

dos correctamente y, por mucho tiempo, se les ha de-

predado y contaminado sin consideración.

La excepcional biodiversidad de la que nuestro

país ha sido dotado como patrimonio natural ha su-

frido daños considerables y debe pre s e rvarse para
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las generaciones futuras. Es un hecho que en los

p rocesos de desarrollo industrial, de urbanización y

de dotación de servicios, los recursos naturales no

se han cuidado de manera responsable, al antepo-

ner el interés económico a la sustentabilidad del d e s-

a rro l l o .

Este proceso de devastación tiene que detenerse.

El desarrollo debe ser, de ahora en adelante, limpio,

preservador del medio ambiente y reconstructor de

los sistemas ecológicos, hasta lograr la armonía de los

seres humanos consigo mismos y con la naturaleza.

A s í, el desarrollo debe sustentarse en la vida porque

de otra manera no sería sustentable en función del

país que queremos.

Debemos asumir con seriedad el compromiso de

trabajar por una nueva sustentabilidad que proteja e l

p resente y garantice el futuro. El capital natural de

nuestro continente, de nuestro país, debe preservar-

se. Y éste es, precisamente, el criterio que el gobier-

no promoverá para garantizar un sano desarrollo.

Competitividad

La nueva economía, las profundas transformaciones

en el comercio y los flujos financieros intern a c i o n a l e s

han traído cambios fundamentales en la estructura

de los mercados y en las formas de competencia que

transforman el entorno económico en el mundo y en

México, lo cual impone un gran reto que debemos en-

frentar para lograr un desarrollo exitoso.

En un mundo globalizado, el país requiere un

sector productivo más competitivo y sólido para

afrontar las exigencias que este entorno presenta.

Por ello, sobre la base de la eficacia y la equidad

de oportunidades, es imperativo construir puentes

que conduzcan a un futuro compartido: puentes

e n t re la vanguardia exitosa y la re t a g u a rdia olvida-

da; entre la tradición y la modernidad; entre la vie-

ja y la nueva economía; puentes para que los exclui-

dos del desarrollo se incorporen a un proceso al que

tienen derecho; puentes de alta velocidad para lle-

gar más rápido; puentes amplios donde puedan ser

incluidos todos los que hasta hoy han sido marg i-

n a d o s .

Este gobierno tendrá a la competitividad como

uno de los criterios básicos para el desarrollo. Con

un espíritu de equidad, creará las condiciones ne-

cesarias para que las empresas, grandes y peque-

ñas, puedan desarrollarse y transformarse de acuer-

do con el ritmo que marcan los rápidos cambios,

especialmente en la tecnología, en los nuevos pro-

cesos productivos y en la revolución digital. Por

ello, ampliará las oportunidades, la capacitación, el

acceso al crédito, para que de esta manera los sec-

t o res, las regiones y los grupos que tradicionalmen-

te han estado excluidos de las oportunidades del

d e s a rrollo, sean competitivos en este nuevo escena-

rio económico.

Estamos conscientes de que el impulso a la com-

petitividad no garantiza que todos los grupos alcan-

cen sus beneficios. Por ello, es necesario realizar ac-

ciones para apoyarlos de manera especial, buscando

mitigar los efectos negativos que este fenómeno les

pudiera acarrear, y ayudarlos para que en el futuro

puedan competir con éxito.

El gobierno adoptará también estrategias que

mejoren la competitividad y la eficacia de los servi-

cios que ofrece, para así crear un clima propicio pa-

ra la competitividad del sector productivo: reglas cla-

ras, sencillas y permanentes; rendición de cuentas;

servicios de calidad; infraestructura adecuada.

En este contexto de búsqueda de competitividad

no hay desarrollo posible si el modelo elegido no es

capaz de reducir la brecha entre los que tienen acce-

so a las nuevas tecnologías de información y de pro-

ducción, y los que se han ido quedando cada vez más

lejos del acceso a estas herramientas para el desarro-

llo. Los sistemas de información más avanzados de-

ben estar en el centro de la agenda nacional, y debe-

rán ser un factor para reducir la brecha entre las

regiones, las empresas y las familias, y contribuir al

desarrollo de un México más competitivo y a una so-

ciedad más justa y humana.

Desarrollo regional

El país tiene una conformación topográfica muy di-

versa que ha condicionado la estructura territorial de

las ciudades y de la actividad económica: el paso de

la Sierra Madre Oriental, la Sierra Madre Occidental

y el cinturón desértico del Trópico de Cáncer condi-

cionan el clima, el agua, la fertilidad y los riesgos.
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La labor del hombre sobre la geografía ha lleva-

do a resultados no menos dramáticos. En los últimos

años ha crecido la brecha entre ingresos y oportuni-

dades de centros poblacionales prósperos y centros

rezagados. Esta brecha apenas se ha mitigado entre

regiones.

El resultado es que vivimos en un México de fuer-

tes contrastes. Existen enormes diferencias en cuanto

a condiciones geográficas y una inmensa diversidad

en sus recursos naturales. El desarrollo económico y

humano es desigual a lo largo y ancho del país, cau-

sando grandes desequilibrios: algunas zonas son mo-

dernas e industrializadas, mientras otras son pob re s

y poco desarrolladas. La falta de políticas claras de de-

sarrollo regional ha dado lugar a la coexistencia de

varios Méxicos dentro de un mismo territorio.

Los datos disponibles indican que el Distrito Fe-

deral registra en la actualidad un índice de desarro l l o

humano similar al de naciones que ocupan las posicio-

nes 21 y 22 en la clasificación mundial, en tanto que

Chiapas y Oaxaca tienen un índice semejante al de los

países que se encuentran en los lugares 101 y 102.

La migración ha sido un mecanismo para trans-

ferir remesas de las regiones más ricas a las más po-

bres y reducir presiones en estas últimas. El costo de

la migración lo absorben los propios migrantes, sus

familias y sus comunidades. Sin embargo, a pesar de

su intensidad, no se han reducido las diferencias en-

tre regiones. El 18% de los mexicanos vive en luga-

res distintos a su entidad de nacimiento, el doble del

observado en 1970. Además, en los últimos 30 años

se ha incrementado más de 10 veces el número de

mexicanos que vive en Estados Unidos.

Este gobierno fortalecerá el federalismo para re s-

ponder a la demanda social por una distribución más

equitativa de oportunidades entre regiones, mediante

la distribución adecuada de atribuciones y recursos

entre los órdenes de gobierno para mejorar la com-

petitividad y cobertura de los servicios públicos.

Este gobierno también facilitará que cada región

sea el principal artífice de su propio destino, con el

apoyo del resto de la Federación. En este sentido,

promoverá el desarrollo de planes concretos para ca-

da región que sean acordes con las necesidades y vo-

caciones específicas y que sean congruentes con los

procesos de descentralización económica, política y

social que vive nuestro país.

Normas básicas de acción gubernamental

Apego a la legalidad

El principio que dispone que la autoridad guberna-

mental sólo puede hacer aquello que le está expresa-

mente permitido por las normas jurídicas y que debe

actuar respetando los límites, acotamientos y condi-

ciones que le impone el orden jurídico para el caso

particular de que se trate, será estrictamente respeta-

do por el Ejecutivo y por todos sus colaboradores.

La observancia de la ley por parte de los servido-

res públicos de la administración pública federal será

un principio que distinguirá la acción del Ejecutivo.

En el marco jurídico reconocerá un mandato supre-

mo. De acuerdo con la jerarquía de normas, la admi-

nistración pública federal acatará las disposiciones

constitucionales, las disposiciones legales, los con-

venios, las decisiones jurisdiccionales y las disposi-

ciones administrativas que regulan su actividad. El

gobierno será particularmente respetuoso de los de-

rechos humanos.

La fuerza del Ejecutivo será la que deriva de la le-

gitimidad que otorga el derecho. La observancia de

los principios del Estado de derecho crea certidum-

bre, establece un valladar que protege los derechos

fundamentales de las personas, que permite reme-

diar acciones contrarias a derecho que afectan a la co-

munidad y que atentan contra el interés público o le-

sionan los intereses legítimos de las personas.

El gobierno deberá facilitar el acceso expedito y

práctico de las personas a las vías administrativas

y judiciales de que formalmente disponen para cues-

tionar actos de las autoridades de las dependencias

de la administración pública federal. Cuando los

asuntos lleguen al conocimiento de los tribunales del

Poder Judicial, éstos pondrán especial cuidado en

cumplir con su obligación de obedecer lo que man-

den las resoluciones de ellos emanadas.

Es prioridad del Ejecutivo convertir a México en

un país de leyes, que dé cert i d u m b re, seguridad y con-

fianza a los ciudadanos. Para lograrlo, es necesario,

entre otras cuestiones, que los programas y acciones

encaminados a mejorar la seguridad pública, comba-

tir la corrupción, defender la soberanía, re s g u a rdar la

seguridad nacional y mejorar el sistema de imparti-

ción de justicia tengan como hilo conductor el re s p e-
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to a los derechos fundamentales consagrados en la

Constitución, las leyes y los tratados intern a c i o n a l e s .

P e ro el esfuerzo debe ir más allá. Se debe pro m o-

ver entre la población la observancia de la ley. Una

forma de lograrlo es mejorar la calidad y el acceso a

la procuración y administración de justicia. Estas ac-

ciones deben ir acompañadas de la consolidación de

una cultura de la legalidad tanto en ciudadanos como

en autoridades. El reto es considerable si se toma en

cuenta la desconfianza que impera en la sociedad de-

bido a prácticas de impunidad y de corrupción que

por décadas han estado presentes en la vida pública

del país.

El gobierno está decidido a restituir la confian-

za y la seguridad de las familias mexicanas por me-

dio del ejemplo: honestidad, irrestricto apego a la

legalidad y fin a la impunidad. El objetivo es elimi-

nar vicios e inercias y hacer que tanto las autorida-

des como la población acaten lo dispuesto en el or-

den jurídico.

La consolidación del Estado de derecho traerá

beneficios tangibles al Estado, a la sociedad y a los in-

dividuos que la componen. Entre esos beneficios

destacan el pleno goce de los derechos humanos, la

certidumbre, el fortalecimiento de las instituciones y

el respeto y confianza de los ciudadanos en las auto-

ridades.

Gobernabilidad democrática

La administración pública federal ejercerá el poder

público en ella depositado con las formas propias de

una democracia.

El ser humano es la razón de ser del Estado. La ad-

ministración pública federal tendrá presente al ciu-

dadano como origen y destino de sus acciones; éstas

respetarán siempre los derechos humanos.

Las dependencias promoverán procesos de deli-

beración colectiva relacionados con las políticas pú-

blicas. Respetarán y promoverán el pluralismo. Deja-

rán atrás procesos clientelares. Apegarán su conducta

a derecho. De manera part i c u l a r, re c u rr irán al uso de

la fuerza legítima del Estado únicamente en los tér-

minos previstos por el orden jurídico.

En el esquema de competencias definido por la

Constitución se contemplan acciones que requieren

una interacción Ejecutivo-Legislativo. La administra-

ción pública federal trabajará junto con el Congreso

de la Unión, con sus cámaras y con sus comisiones

bajo un esquema de corresponsabilidad. Los servi-

dores públicos del Poder Ejecutivo Federal respeta-

rán los espacios de competencia de los poderes Le-

gislativo y Judicial, así como los de las autoridades

federales y estatales.

El Ejecutivo contribuirá, en la esfera de sus

atribuciones, al fortalecimiento del sistema de par-

tidos y de las instancias de re p resentación de la ciu-

d a d a n í a .

Las dependencias de la administración pública

federal colaborarán para que la ciudadanía esté me-

jor informada y desarrolle habilidades y destre z a s

que le permitan promover sus intereses legítimos e

incorporarse a los procesos de definición, ejecución

y evaluación de las políticas públicas. Además, im-

pulsarán las actividades de desarrollo social desple-

gadas por organizaciones sociales.

Las dependencias estimularán el diálogo y la ne-

gociación, sin violar jamás la ley. Promoverán la

c o n s t rucción de convergencias políticas y sociales

que hagan frente a los grandes desafíos nacionales.

Acercarán procesos de toma de decisiones a las bases

sociales. Asimismo, facilitarán el acceso a la informa-

ción de fuentes oficiales conforme al marco norma-

tivo respectivo.

Los cambios son part i c u l a rmente podero s o s

cuando surgen de la propia sociedad y es ella la que

participa en su instrumentación y evaluación. Por tal

motivo, es necesario asegurar que la responsabilidad

del desarrollo nacional sea compartida por el gobier-

no y la población.

En el proceso de desarrollo integral de México es

tan importante la participación de los ciudadanos y

la expresión de su voluntad respecto de programas y

metas de las instituciones públicas, como la evalua-

ción de los resultados que se obtengan.

La participación ciudadana se impulsará, desde

los espacios de atribución del Ejecutivo, en la admi-

nistración pública de los tres órdenes de gob i e rn o ,

para tener lugar desde la planeación del desarrollo

hasta el seguimiento y control del mismo.

Este gobierno se compromete a fortalecer la par-

ticipación ciudadana en las acciones de gobierno, re s-

petando los cauces institucionales creados para ello.
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Federalismo

En el mundo moderno y globalizado en el que vivi-

mos, es cada vez más evidente que la descentraliza-

ción responsable y cuidadosa, basada en criterios de

eficacia, respeto a la autonomía y equidad, rinde m a-

y o res frutos que la concentración de funciones, fac u l-

tades y recursos, al mismo tiempo que facilita el aho-

rro de recursos, la eficacia y el desarrollo sustentable.

Para que un país tenga éxito en el nuevo esquema

mundial, es necesario contar con gobiernos ágiles, re s-

p o n s ables, con capacidad de respuesta y herramien-

tas para enfrentar los retos que impone el desarrollo.

Las estrategias para resolver necesidades y crear con-

diciones de desarrollo en cada localidad, deben que-

dar en manos de las entidades federativas y los mu-

nicipios para llegar a un nuevo pacto federal que

habilite a cada o rden de gobierno para ejecutar accio-

nes que respondan de manera inmediata y efectiva a

las necesidades de la población, y que se traduzcan

en una mejora en su calidad de vida.

Es necesario fortalecer el federalismo en México.

Es la forma como el desarrollo de las diferentes re g i o-

nes que componen nuestro vasto territorio puede

lograr que las menos desarrolladas mejoren sus con-

diciones y que la Federación se vea fortalecida me-

d i a nte un sano desarrollo regional.

En la medida en que se fortalezcan los mecan i s-

mos para acercar las decisiones de gobierno al ámbi-

to en el que éstas son requeridas, en esa medida será

el grado de pertinencia que tengan para resolver los

problemas o aprovechar las oportunidades de las lo-

calidades en cuestión, elevando de esta forma el im-

pacto y la eficacia en el uso de los recursos y logrando

m e j o res resultados para la población que cada vez de-

manda más y mejores satisfactores a sus necesidades.

El Ejecutivo federal está comprometido a acelerar

el proceso de federalismo, la justa redistribución del

gasto, la capacidad para generar mayores ingresos, así

como el poder de decisión y de ejecución de obras y

p restación de servicios públicos, hacia los gobiern o s

locales. Por ello, resulta indispensable fortalecer y re s-

petar las autonomías estatales y municipales, re c o n o-

ciendo la capacidad de autodeterminación y ejecu-

ción de los órdenes de gobierno, habilitándolos para

que sean los principales artífices de su desarro l l o .

Este gobierno se compromete también a f o rt a l e-

cer la participación ciudadana en las acciones de go-

b i e rno, respetando los cauces institucionales cre a d o s

para ello. Esto implica pasar de la amplia particip a-

ción ciudadana para la elaboración del Plan Nacional

de Desarrollo, a una amplia participación en los pro-

cesos de evaluación de los resultados y de comp ro m i-

so con las acciones que la misma sociedad y los de-

más órdenes de gobierno deben emprender para

materializar el México que deseamos.

Transparencia

El Ejecutivo federal actuará con transparencia en el

ejercicio de sus facultades, por lo que los servidores

públicos de la administración pública federal estarán

obligados a informar con amplitud y puntualidad so-

bre los programas que tienen encomendados, en tér-

minos de logros alcanzados y recursos utilizados.

Las decisiones gubernamentales tienen que ser

t r a n s p a rentes, por lo que deberán estar abiertas al es-

crutinio público, con excepciones muy claramente

definidas en relación con la seguridad de la nación.

Esto debe realizarse mediante normas perfectamen-

te definidas y conocidas tanto por los servidores pú-

blicos como por el conjunto de la ciudadanía, bus-

cando evitar tanto los errores por desconocimiento

como las faltas ocasionadas por la mala fe o la defi-

ciente actitud de quienes prestan un servicio públi-

co a la ciudadanía.

Las reglas de acceso a la información guberna-

mental tienen que ser las mismas para todos los inte-

resados en la actividad del gobierno. Informar de ma-

n e r a t r a n s p a rente y oportuna debe ser una constante

en todas las dependencias de la administración pú-

blica federal.

Las decisiones discrecionales deben reducirse al

mínimo y acotarse y reglamentarse mediante norm a s

claras de orden público, con lo cual se evitarán las

oportunidades de corrupción y se permitirá a la ciu-

dadanía valorar la honestidad y honradez de los ser-

vidores públicos y, en su caso, detectar desviaciones

y anomalías en el ejercicio de la función pública.

El objetivo que se persigue es muy claro, se trata

de lograr que el gobierno y la sociedad colaboren pa-

ra err a d i c a r, de una vez por todas, el mal que tanto

daño ha hecho a nuestro país: la corrupción
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Rendición de cuentas

El establecimiento de un sistema nítido de re n d i c i ó n

de cuentas públicas re q u i e re la designación de re s-

ponsables en las distintas actividades y programas de

la administración pública federal, de tal manera que

los culpables de ineficacia o corrupción puedan ser

inmediatamente detectados e identificados, para pro-

ceder en consecuencia.

Para eliminar la impunidad es necesario que cada

funcionario público conozca con claridad sus obliga-

ciones y sus compromisos dentro de una nueva cul-

tura de rendición de cuentas. Además, es necesario

que estos servidores dispongan de los instrumentos

y la capacitación adecuados para realizar eficazmen-

te su trabajo y que tanto el sistema de supervisión

como los mecanismos para su seguimiento y sanción

sean claros y sencillos en su aplicación.

La rendición de cuentas exige un sistema de pla-

neación que, basado en el Plan Nacional de Desarro-

llo, defina las prioridades, actividades y metas de cada

á rea de gobierno, así como un sistema de indicadore s

que mida su cumplimiento y los evalúe en re l a c i ó n

con los objetivos del desarrollo nacional. Esto facili-

tará la adopción de las acciones correctivas en los ca-

sos en los que sean necesarias y la adecuación de pro-

cesos y proyectos, así como las acciones que perm i t a n

f o rtalecer y consolidar los éxitos obtenidos con la ac-

ción del gobierno y la participación de la sociedad.

Con el fin de hacer más congruente la acción del

gobierno con las necesidades de la sociedad, se ne-

cesita un sistema para captar las opiniones de los ciu-

dadanos sobre las obras y los servicios que requiere

del gobierno, así como de la calidad que demanda de

los servicios públicos que recibe.

Finalmente, debe establecerse un sistema de es-

tímulos para los serv i d o res públicos sobresalientes, y

promover las actividades destacadas de las o rg a n i z a-

ciones sociales en su colaboración para el des a rro l l o

de su localidad, región o incluso del país. Los s i s t e m a s

de premiación y reconocimiento de los serv i d o res efi-

caces y de los ciudadanos conscientes, deben multi-

plicarse para estimular estas conductas.

A fin de cuentas, los resultados obtenidos por la

administración pública federal deben ser conocidos

por la ciudadanía, tanto los positivos como los nega-

tivos. De esta manera enfrentaremos con honestidad

a la opinión pública y promoveremos la participa-

ción de la sociedad en una nueva cultura de respon-

sabilidad compartida y de rendición de cuentas, así

como en la conducción del desarrollo nacional.

4.4. Las políticas del Poder
Ejecutivo Federal

Las políticas públicas son el conjunto de concepcio-

nes, criterios, principios, estrategias y líneas funda-

mentales de acción a partir de las cuales la comunidad

organizada como Estado, decide hacer frente a desa-

fíos y problemas que se consideran de naturaleza pú-

blica. Si bien las políticas públicas definen espacios

de acción no sólo para el gobierno sino también pa-

ra actores ubicados en los sectores social y privado,

las diversas instancias de gobierno cumplen una im-

portante función en el proceso de generación de po-

l í t i c a s públicas. Los objetivos esenciales del Estado

orientan el sentido y contenido de las políticas públi-

cas. Éstas se expresan en decisiones adoptadas en for-

ma de instituciones, programas concretos, criterios,

lineamientos y normas.

Las políticas públicas están contenidas no sólo

en planes, programas y asignaciones de recursos pre-

supuestales, humanos y materiales, sino en disposi-

ciones constitucionales, leyes, reglamentos, decre t o s ,

resoluciones administrativas, así como en decisiones

emanadas de cortes, tribunales y órganos constitu-

cionales autónomos. Las estructuras mismas de go-

bierno y los procedimientos aplicados por éstas, es-

tán influidas por las políticas públicas adoptadas p o r

el Estado. Éstas son parte de la riqueza de un país, pe-

ro deben revisarse constantemente en la búsqueda de

un ejercicio eficaz de gobierno. La capacidad de un

gobierno para cumplir su misión está directamente

vinculada a la solidez de las políticas públicas. Sin

duda, un buen gobierno es aquel que opera a part i r

de políticas públicas sólidas y esto implica la capaci-

dad de renovar sus alcances, sentido y contenido en

razón de:

• Los hallazgos en las disciplinas que aportan

teoría y evidencia para el diseño de políticas.

• La experiencia del gobierno mexicano y de

otros gobiernos respecto a la ejecución práctica de

acciones.
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• Los cambios en las necesidades de la pobla-

ción y en las prioridades expresadas por ésta.

• La evolución del entorno y de las circunstan-

cias particulares que rodean a los fenómenos o situa-

ciones específicas objeto de las políticas públicas.

• Los ajustes decretados por las instancias de de-

cisión legítima establecidas en la Constitución y en

las leyes, como son el cuerpo electoral, los mecanis-

mos de democracia directa, los poderes y los órg a n o s

constitucionales autónomos.

• Las fluctuaciones en la dotación de los re c u r s o s

humanos, materiales y económicos disponibles.

Las instancias de gobierno están obligadas a ase-

gurar el logro de objetivos sociales valiosos median-

te el ajuste de los alcances, del sentido y del conteni-

d o de las políticas públicas. Los principios a partir de

los cuales se definen los espacios de libertad de los

individuos, los ámbitos de acción y responsabilidad

propios de los sectores social y privado, así como el

grado de intervención que corresponde al Estado,

son un aspecto particularmente importante de las

políticas públicas.

Las transiciones demográfica, social, económica

y política, a las que ya se ha hecho referencia, exigen

realizar una profunda revisión de las políticas públi-

cas en México. En este sentido, desde el primer día

de esta administración se han anunciado re f o rmas, se

han puesto en juego palancas, se ha trabajado para

establecer alianzas y se han emprendido procesos de

diálogo.

El Ejecutivo federal se ha comprometido a pro-

mover y realizar re f o rmas en aquellos casos en los

que las normas y los procedimientos vigentes inhi-

ben el desempeño de la sociedad. De esta manera se

facultará y habilitará a los actores sociales y econó-

micos para que actúen en beneficio de la sociedad

y para que puedan avanzar en la satisfacción de sus

i n t e reses legítimos, sin perjuicio del interés general.

Serán re f o rmas que implicarán la descentralización

de facultades y recursos de la Federación hacia las

entidades federativas y municipios. Estarán dirigi-

das a que la economía crezca con estabilidad, a dis-

minuir la pobreza y a avanzar en la igualdad, en el

acceso a oportunidades, a expandir la educación, a

consolidar el avance democrático, a profundizar la

t r a n s p a rencia y la rendición de cuentas, a abatir la

inseguridad y a cancelar la impunidad.

El Ejecutivo federal sabrá poner en juego palan-

cas, esto es, acciones directas del gobierno, que per-

mitan utilizar su gran capacidad de ejecución, con el

propósito no sólo de cumplir sus propios fines, sino

también de fomentar y potenciar las acciones de los

a c t o res sociales y privados. En el proceso de su pro p i a

o rg a n i z a c i ó n , el gobierno actúa conforme a un rum-

bo que permite la programación de acciones por los

p a rt i c ulares y los actores sociales. Así lo hace de ma-

nera señalada en cuestiones relativas al empleo, a la

educación y al desarrollo regional.

El Ejecutivo federal continuará impulsando el

p roceso de construcción de convergencias que dé lu-

gar a alianzas que se traduzcan en acciones concer-

tadas entre el gobierno y los actores sociales y econó-

micos en ámbitos en que se re q u i e re la acción

concurrente y coordinada entre gobierno y sociedad,

p a r a cumplir los objetivos comunes. Se han planteado

a l i a nzas para impulsar la eficacia y la transparencia

en los tres órdenes de gobierno, para avanzar de la

marginación al desarrollo, para promover la unidad,

la concordia y el acuerdo entre mexicanos, para tran-

sitar de la arbitrariedad al Estado de derecho.

Los procesos de diálogo continuarán guiando la

acción del Ejecutivo federal y servirán para hacer fre n-

te a la creciente complejidad y diversidad que caracte-

rizan al México de hoy. Por medio del diálogo, el Eje-

cutivo busca conocer la opinión de la sociedad, la

escucha y valora, aprende de ella y la considera como

p recedente antes de tomar las decisiones que la Cons-

titución y las leyes asignan a su responsabilidad. Las

autoridades no pueden rehuir la responsabilidad de

tomar aquellas decisiones que dan razón a su exis-

tencia y para las cuales fueron instituidas. Sin embar-

go, aun en los casos en los que corresponde a la au-

toridad decidir de manera unilateral, el diálogo es útil

en el proceso de persuadir a actores sociales respec-

to a decisiones adoptadas por el Ejecutivo con una

lógica de interés público. El gobierno ha declarado

su vocación de dialogar con respeto en cuestiones ta-

l e s como el trabajo, el desarrollo social, los grupos

más vulnerables o la competitividad. Ha re c o n o c i d o

la necesidad de dialogar con el Congreso de la Unión,

de mantener comunicación con el Poder Judicial so-

bre aquellas cuestiones que puedan contribuir a su

fortalecimiento, así como de dialogar con las autori-

dades de otros órdenes de gobierno.



Las políticas del Poder Ejecutivo Federal



4.5. La política social

La emancipación, objetivo de la política social

La acción de gobierno descrita en el Plan Nacional de

Desarrollo tiene por fin último mejorar la calidad de

vida de los mexicanos, asegurar el pleno ejercicio de

su libertad personal en un entorno de convivencia

humana y de respeto a la naturaleza que multiplique

las oportunidades de progreso material, favorezca el

desenvolvimiento intelectual y propicie el enriqueci-

miento cultural de cada uno de los ciudadanos del

país. El desarrollo que se propone tiene a las perso-

nas como su origen y destino; un desarrollo en el cual

la sociedad es vista como la suma e interacción de los

hombres y las mujeres que la componen, todos y

cada uno de ellos de importancia para el resultado

colectivo.

La fuerza del Plan radica en su estrecha vincula-

ción con los seres reales que integran la nación, sin

perder de vista las estructuras, instituciones, funda-

mentos y conceptos que les dan unidad y sentido. La

riqueza económica que promueve la política para un

crecimiento con calidad, así como la estabilidad que

se propicia de orden y respeto, tienen por objetivo

mejorar las condiciones de la sociedad y de los indi-

viduos de este país. Es claro, igualmente, que el de-

sarrollo social y humano representa un factor inva-

luable para alcanzar tanto niveles superiores de

riqueza y bienestar, como de seguridad y justicia.

El cambio que caracteriza a la sociedad mexicana

del nuevo milenio hace que el acercamiento a la gente

–a sus diversas agrupaciones y a sus re p re s e n t a n t e s –

sea, sin dejo de condescendencia o simulación, igual

a la colaboración que se plantea con los diversos ór-

denes de gobierno y con los otros poderes de la Unión:

de absoluto respeto e igualdad de trato.

Es por ello que la emancipación individual y co-

lectiva de los mexicanos es el objetivo integrador de

la política para el desarrollo social y humano de este

Plan de gobierno; una política que promueva la ca-

pacidad, fuerza y voluntad de todos para bastarse a

sí mismos y que, al hacerlo, propugne por la erradi-

cación de cualquier forma de vasallaje o sumisión;

una política que al sentar las bases para la autosu-

ficiencia individual y global, produzca confianza y

seguridad en la nación y en los nacionales, eliminan-

do los tutelajes, paternalismos y dictaduras indignas;

una política que asegure la soberanía, riqueza y fuer-

za de la nación en la iniciativa, re c i e d u m b re y capaci-

dad de sus integrantes. Se trata, en suma, de una po-

lítica incluyente y liberadora.

Al colocar a los individuos en el primer plano de

su política social, la presente administración re c o n o c e

también la conveniencia de involucrar a la gente en

la conformación de la política nacional para el desarro-

llo social y humano y en la ejecución de las acciones

que de ella se deriven. Al incluir a personas, grupos,

organizaciones civiles y asociaciones privadas en los

asuntos públicos, la administración pública federal

libera la energía y creatividad de la sociedad mexica-

na, fomenta su interés y corresponsabilidad en la so-

lución de los problemas nacionales, aumenta su exi-

g e ncia hacia el gobierno y su solidaridad con sus

semejantes. Al contar con la colaboración de la socie-

dad en su conjunto –además de la acción de los otros

p o d e res de la Unión y de los otros órdenes de gobier-

no– el Ejecutivo federal puede concentrar sus e s f u e r-

zos en las tareas y responsabilidades que sólo él pue-

de hacer y que sólo a él le competen.

La educación, estrategia central
para el desarrollo nacional

La educación es el instrumento más importante para

aumentar la inteligencia individual y colectiva y pa-

ra lograr la emancipación de las personas y de la so-

ciedad.

Aunque varios factores contribuyen a promover la

soberanía de los individuos y la de los grupos sociales

que éstos forman, para el gobierno no existe la menor

duda de que la educación es el mecanismo determ i-

nante de la robustez y velocidad con la que la emanci-

pación podrá alcanzarse, el factor determinante del ni-

vel de la inteligencia nacional y la punta de lanza del

e s f u e rzo nacional contra la pobreza y inequidad.

El gobierno de la República considera a la edu-

cación como la primera y más alta prioridad para el

desarrollo del país, prioridad que habrá de reflejarse

en la asignación de recursos crecientes para ella y en

un conjunto de acciones, iniciativas y programas que

la hagan cualitativamente diferente y transformen el

sistema educativo.
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La transformación del sistema educativo, además

de asegurar que la educación, el aprendizaje y la ins-

trucción estén al alcance de todo niño, joven y adul-

to, ha de cuidar también que nadie deje de aprender

por falta de recursos; garantizar que todo centro edu-

cativo funcione y que en todo centro educativo se

aprenda. El gobierno está comprometido con la re-

forma necesaria para alcanzar un sistema e d u c a t i v o

i n f o rmatizado, estructurado, descentralizado y con

instituciones de calidad, con condiciones dignas y en

las cuales los maestros sean profesionales de la ense-

ñanza y el aprendizaje; una educación nacional, en

suma, que llegue a todos, sea de calidad y ofrezca una

preparación de vanguardia.

Para ello, además de las medidas que habrán de

adoptarse para lograr, antes del término de esta ad-

ministración, la cobertura total en la educación pre e s-

colar y básica y para alcanzar coberturas en la media

superior y en la superior más cercanas a las de los paí-

ses con los que tenemos más contacto, se adoptarán

diversas estrategias que se mencionarán más adelan-

te. Un elemento central de la acción del gobiern o de

la República en educación será el énfasis en la part i-

cipación social –los padres de familia, el sector pro-

ductivo, las organizaciones y asociaciones– en el lo-

gro y consolidación de la transformación educativa.

El reconocimiento y aprecio social por la educación de

calidad es el estímulo más efectivo para alumnos y

maestros, y da el apoyo necesario para realizar refor-

mas complicadas pero necesarias

Con base en esta línea de acción se trabajará para:

a] a s e g u r a r, entre otras cosas, que cada escuela cuen-

te con una comunidad educativa constituida por los

m a e s t ros, los alumnos que ellos atienden y por los pa-

dres de esos alumnos; una comunidad que participe

en la definición de los aspectos que deben mejorarse en

cada escuela y la apoye para lograr su mejoría; b] do-

tar de capacidad e iniciativa propias a las escuelas, a

fin de que conformen un sistema descentralizado en

el que puedan trabajar con la flexibilidad necesaria

para proporcionar la mejor oferta educativa; sin tal

capacidad de iniciativa y de flexibilidad, no será po-

sible responsabilizar a cada centro educativo del ni-

vel de enseñanza que pro p o rcione; c] involucrar a to-

dos los s e c t o res de la sociedad en el establecimiento de

m e t a s claras y compartidas sobre los objetivos, con-

tenidos, instrumentos y alcances de la enseñanza y el

aprendizaje para cada nivel de la educación, y para

contar con procesos eficaces y estimulantes para la

capacitación de los maestros, que vengan acompa-

ñados de los incentivos correspondientes para que

puedan poner en práctica dicha capacitación.

Esta estrategia de reforma educativa descansa en

el principio de que al tener mayor capacidad de ini-

ciativa y autoridad en la toma de decisiones, y al

existir una mayor participación de la sociedad civil

en el avance educativo, el rendimiento de cuentas de

las escuelas, los maestros y las instituciones se volve-

rá una práctica común y un mecanismo para garan-

tizar la calidad y el impacto educativo, al mismo tiem-

po que constituirá un paso más en la emancipación

general de México y los mexicanos.

El reto de la salud

La educación y el desarrollo de los mexicanos depen-

de de la salud que posean. La salud ha sido uno de

los pilares en el desarrollo de México. Los progresos

en este sector han sido determinantes para confor-

mar las características demográficas actuales en n u e s-

tro país, y las instituciones de salud han sido funda-

mentales en el desarrollo de México en muy diversos

campos, como la investigación, la educación y la org a-

nización administrativa y financiera. El progreso al-

canzado en el pasado, que se manifiesta, por ejem-

plo, en la reducción de la mortalidad infantil y en el

crecimiento de la esperanza de vida, no debe condu-

cir a ignorar que existen todavía sectores de la pobla-

ción que no tienen a su alcance la atención, los ser-

vicios médicos y los medicamentos que les ayuden a

tener una vida sana y les proporcionen la seguridad

y confianza que requieren para su cabal desarrollo.

Por otro lado, el perfil epidemiológico nacional

se está transformando como consecuencia de la ma-

yor urbanización, del cambio en las actividades ocu-

pacionales y de la educación. Hoy, las enfermedades

crónicas y los traumatismos se están convirtiendo en

las principales causas de incapacidad y muerte, y es-

tán emergiendo enfermedades y padecimientos como

el sida, hasta muy recientemente de poca importan-

cia nacional.

El gobierno de la República tiene el compromi-

so de seguir desarrollando los sistemas de salud, de
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f o rma tal que se extiendan a la totalidad de la pobla-

ción, eviten la duplicación de esfuerzos, ahorren re-

cursos y prevengan las enfermedades. Las estrategias

que se plantean buscarán, por lo tanto, unificar los

e s f u e rzos de las principales instituciones y sistemas de

s a l u d que existen en el país, el desarrollo de criterios

uniformemente aplicados relativos a los fármacos y a

los s e rvicios sanitarios y epidemiológicos, y el apoyo

p a r a el mejoramiento de las instalaciones, equipa-

miento y material de los hospitales, las clínicas y las

instituciones de salud en general. El esfuerzo deberá

desembocar en una mejoría clara en la atención mé-

dica y en el trato que recibe la población.

Además de los cambios que están ocurr i e n d o

por efecto de la educación y la salud, las transiciones

demográfica, social, económica y política han modi-

ficado y siguen transformando el espectro social y

humano de nuestro país. Los cambios en la estru c t u r a

y distribución de la población, la recomposición so-

cial que ha tenido lugar y que significa la presencia ac-

tiva de grupos y regiones hasta hace poco ignorados

o callados, las fuerzas y apoyos que plantean la com-

petencia global y la tecnología moderna, se unen a las

demandas y exigencias ancestrales y afectan las posi-

bilidades y el rumbo para el desarrollo de la nación.

La política de desarrollo social y humano que se

p resenta en este Plan Nacional de Desarrollo, pre t e n-

de responder a los objetivos específicos que en esos

temas plantea la problemática actual de México y se

plasma en diversas estrategias que se describirán más

adelante, así como en los programas sectoriales y es-

peciales que se emitirán posteriormente. Pero la efica-

cia del Plan no descansa en la mera agregación de po-

líticas y estrategias, su coherencia y funcionalidad se

derivan del objetivo general de emancipación indivi-

dual y colectiva propuesto.

Para facilitar y reforzar la cabal comprensión de

esta política emancipatoria, a continuación se pre-

sentan los ejes rectores de la política nacional en ma-

teria de desarrollo social y humano.

Los ejes de la política

Las precarias condiciones de salud, vivienda y ali-

mentación en que se encuentran muchos mexicanos,

así como las escasas oportunidades que tienen de edu-

cación, capacitación y empleo, merman su confianza

personal y familiar. Estas circunstancias les impiden

p a rticipar de manera constructiva en la colectividad.

No es posible un desarrollo humano efectivo y soste-

nido cuando se vive en condiciones de insalubridad y

h a m b re; no es posible potenciar las capacidades de las

personas que se encuentran en la pobreza extrema; no

es posible pedir que sean autosuficientes a quienes lu-

chan por subsistir.

• El primer eje de la política de desarrollo social

y humano se refiere, precisamente, a los niveles de

bienestar de los mexicanos, y está orientado a evitar

que existan grupos de la población mexicana cuyas

condiciones de vida, oportunidades de superación

personal y de participación social, se encuentren por

debajo de ciertos umbrales.

El objetivo consiste en romper el círculo vicioso

de la pobreza que existe en todo el país, en part i c u l a r

en las comunidades indígenas geográficamente más

aisladas. Para lograrlo, no sólo se debe impulsar un

c recimiento económico sostenido, al mismo tiempo

se necesita invertir en el desarrollo social y humano.

Por ello, habrán de continuarse e iniciarse pro g r a m a s

y acciones específicas que transfieran recursos econó-

micos y se canalicen para mejorar los servicios médi-

cos y sanitarios; pro p o rcionar respaldo educativo y

capacitación considerando, en casos específicos, las

características de las culturas bilingües; invertir en in-

f r a e s t ructura para que cuenten con servicios esencia-

les como carreteras, energía eléctrica, agua potable,

sistemas de comunicación. Todo ello, para agilizar su

incorporación a la dinámica general del país y cre a r

m a y o res oportunidades pro d u c t i v a s .

Por su parte, las unidades administrativas del Eje-

cutivo vigilarán que las acciones y programas se cum-

plan cabalmente y con transparencia cuidando, sobre

todo, que no se creen nuevas formas de dependencia

o de explotación que desestabilicen a las comunida-

des a las que desea servir.

A fin de evaluar los resultados de la acción guber-

namental en las tareas de incrementar la satisfacción

de las necesidades básicas en cantidad y calidad, se

medirán los avances en aspectos tales como educa-

ción, salud, vivienda, infraestructura y reducción de

la pobreza.

• La sociedad mexicana actual está compuesta

por una gran diversidad de grupos sociales y es de una
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gran heterogeneidad. Las desigualdades por género,

edad, etnia, región geográfica y condición económica,

por mencionar sólo algunas, son notables. El trata-

miento uniforme, que pasa por alto las necesidades

agudas y propias de algunos grupos, ha derivado, en-

tre otras cosas, en fenómenos como el de Chiapas.

La emancipación real de México y de los mexica-

nos demanda políticas y acciones que tomen en cuen-

ta las distintas necesidades, posibilidades y capaci-

dades de los ciudadanos. Es por ello que el segundo

eje de la política de desarrollo social y humano es la

equidad en los programas y la igualdad en las

oportunidades.

Con el fin de reducir las desigualdades que más

afectan a la población, los criterios que se seguirán

para la asignación de los recursos públicos estarán

orientados a estimular e impulsar la superación del

nivel de vida de los grupos y personas más vulnera-

bles –los indígenas, los niños y ancianos, los discapa-

citados– y tomarán en cuenta las necesidades de

otros sectores amplios –como las mujeres y los jóve-

nes–, sin perder de vista los programas de cobertura

general que deberán ser atendidos.

Como indicadores de los resultados de gobierno

se utilizará información sobre las oportunidades en el

acceso a la salud, a la educación, al trabajo y en otros

aspectos del ámbito social y humano que tengan dis-

tintos grupos de la población, para lo cual las estadís-

ticas que elaboren las dependencias de la administra-

ción pública reflejarán las diferencias por género.

• El tercer eje, capacidad e iniciativa, pretende

fomentar la actitud emprendedora e independiente

de los ciudadanos, dotándolos de una educación de

v a n g u a rdia y una preparación de avanzada, para lo

c u a l se promoverán y crearán proyectos que mejoren

la preparación, escolaridad y los conocimientos de la

población, conduzcan al desarrollo de sus habilida-

des y destrezas, fomenten la innovación y el avance

tecnológico, induzcan el interés por la ciencia y apo-

yen la difusión cultural, aseguren el manejo efectivo

de la información y propicien la educación continua,

el adiestramiento constante y la actualización perm a-

nente.

Con esta dinámica se abrirán nuevas perspecti-

vas para un verdadero cambio en el potencial de su-

peración y en la dinámica productiva de la nación, l o

cual re p resenta no sólo un acto de justicia y madurez

sociales sino una verdadera oportunidad para esti-

mular un cambio cualitativo en la dinámica del cre-

cimiento económico, material y cultural del país.

Ésta es la verdadera emancipación, porque ase-

gura la desaparición de serv i d u m b res y clientelis-

mos, se nutre tanto de la confianza para enfrentar el

f u t u ro como de la seguridad en la capacidad de pro-

veer de sustento, salud y educación a quienes depen-

den de cada uno.

Por otro lado, crear riqueza sin comprometer el

entorno natural y las posibilidades de las generacio-

nes futuras, aumentar la participación de México en

los mercados internacionales, fortalecer la presencia

y el liderazgo de los mexicanos en la cultura m u n d i a l ,

asegurar su voz en los foros intern a c i o n a l e s , sólo es

posible si se incrementa el capital humano y social de

nuestra nación.

En estas tareas se dará especial atención a las

necesidades y posibilidades de las mujeres, los jó-

venes y otros grupos con presencia e import a n c i a

c recientes, y se respetarán y fomentarán las inicia-

tivas para el mejoramiento de los individuos y sus

f a m i l i a s .

Para evaluar la cobertura, calidad y repercusión

de los programas puestos en ejecución se utilizarán

estadísticas relacionadas con la escolaridad, las com-

petencias laborales y sociales, la capacidad empren-

dedora y la capacidad de innovación.

La política que se ha propuesto seguir el Ejecu-

tivo federal implica la emancipación individual ade-

más de la colectiva, por lo que se crearán estrategias

y líneas de acción que re f u e rcen los lazos familiares y

comunitarios, la solidaridad y la confianza entre los

individuos y para con las instituciones; eliminen las

discriminaciones de todo tipo, incluyendo las de aso-

ciación política u orientación sexual; que pro m u e v a n

la legalidad y el orden, distingan y respeten las dife-

rentes funciones, ámbitos de competencia y atribu-

ciones de los integrantes sociales, fortaleciendo así el

federalismo y la democracia; que contribuyan al sano

desarrollo de las organizaciones sociales y laborales,

las asociaciones civiles, religiosas y políticas, los go-

b i e rnos y estructuras de justicia locales, municipales,

estatales y federales. Para estos propósitos, la política

para el desarrollo social y humano incluye otros ejes

cuyo acento está en lo colectivo.

• La fortaleza y el temple de los individuos se
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forjan en el seno de la familia y los grupos sociales que

l e s rodean, sus valores y principios son producto de

la interacción de unos y otros. El fortalecimiento lo-

cal y comunitario apoya el federalismo; obliga a la

mayor eficacia y transparencia en las acciones de go-

bierno, y contribuye así a la emancipación personal

y colectiva.

• Para propiciar, conservar y alentar la riqueza

social de México, la política de desarrollo social y hu-

mano incluye la cohesión social como el cuarto de

sus ejes fundamentales, porque propone acciones y

programas tendientes a aumentar la solidaridad de

todos los mexicanos entre sí y con el bien común; a

a c recentar su compromiso con la nación, mediante e l

fomento y la elaboración de políticas y proyectos in-

cluyentes que descansen en la mayor participación

de los grupos que conforman la sociedad; a disminuir

la presencia del Estado en los aspectos y áreas en los

que las organizaciones no gubernamentales pueden

tener una contribución efectiva; a propiciar la inte-

gración social de sujetos agrupados en asociaciones

con distintos fines, construyendo modalidades que

refuercen su sentido de pertenencia sin menoscabo

de su identidad; a reivindicar el respeto a los derechos

reconocidos y a los emergentes que se manifiestan de

manera diversa en las distintas regiones, estados, ciu-

dades, poblaciones, grupos y asociaciones del país,

dando lugar así a un desarrollo regional equilibrado

y acorde con el federalismo.

A fin de evaluar los logros en el fomento a la co-

hesión social, se re c u rrirá a información sobre pro c e-

sos de participación comunitaria, funcionamiento de

organizaciones civiles y sociales, y existencia de va-

lores solidarios.

• La presente administración establecerá diver-

sas medidas y proyectos cuyos objetivos son crear

conciencia de la identidad entre bienestar y medio

ambiente; construir una cultura de evaluación de prác-

ticas productivas y de resultados de programas socia-

les basada en el criterio de que el deterioro de la na-

turaleza es un efecto inaceptable; fomentar un mayor

conocimiento sobre el deterioro al medio ambiente

que provocan ciertas prácticas sociales y pro d u c t i v a s ;

desarrollar, en suma, una concepción de desarrollo

en armonía con la naturaleza. Éste es, por tanto, el

quinto eje de la acción de gobierno en torno al desa-

rrollo social y humano.

Los esfuerzos por alcanzar un desarrollo social

incluyente, equitativo y liberador se verán rápidamen-

te limitados y frustrados si tal desarrollo se realiza

con la destrucción de los ecosistemas naturales de los

que depende la vida en la Tierra. El desarrollo social

y su base necesaria de progreso económico deberán

incorporar esquemas eficaces para la protección de

los recursos naturales. Esto implica, en consecuen-

cia, la cuidadosa planeación de las formas como el

desarrollo económico y social se lleve a cabo.

Como indicadores para evaluar los resultados ob-

tenidos se integrará información sobre la moderación

del daño a la atmósfera, el consumo de energía, la pér-

dida de sistemas forestales y la tasa de conservación

de acuíferos, entre otros.

• El último eje, confianza en la capacidad del

g o b i e rno y en las instituciones del país, tiene por

objeto diseñar estrategias de respuesta eficaz ante

situaciones no previstas de orden natural y social,

ampliar la capacidad de respuesta del Estado, cre a r

condiciones institucionales que permitan anticipar

riesgos y establecer esquemas de coordinación de

las organizaciones sociales que re f u e rcen su sentido

de compromiso en la continuidad de los pro g r a m a s

s o c i a l e s .

Uno de los costos sociales más elevados es la

pérdida de credibilidad en las estructuras institucio-

nales y de gobierno. La inestabilidad de las políticas

públicas y la incertidumbre sobre el comportamien-

to gubernamental socava la seguridad y destruye la

moral de los ciudadanos. Al perderse la confianza en

el gobierno y en las instituciones, incluso de aquellas

que no forman parte de la administración pública, se

p ropician relaciones sociales desarticuladas y con

grupos dominantes que dan lugar a brotes de males-

tar y descontento.

Es indispensable recuperar la confianza y la cre-

dibilidad de la sociedad en las instituciones y en las

dependencias gubernamentales. La capacidad para lo-

grar una respuesta social solidaria con el gobierno y,

por lo tanto, una corresponsabilidad en el desarrollo

del país, reside en buena parte en la recuperación de

dicha confianza y credibilidad. Aún más, la pérdida

de confianza en las instituciones significa un serio

obstáculo para el logro de la cohesión social que t a n-

ta falta hace en nuestro país. No se debe olvidar que si

bien los individuos son los que forman las comuni-
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dades, son solamente las instituciones las capaces de

crear una nación.

Las acciones a desarrollar incluyen una re s p u e s t a

confiable y oportuna de las instancias gubernamen-

tales a las diferentes necesidades sociales, un trato per-

sonal digno y respetuoso de los servidores públicos

a quienes reciben sus servicios y una capacidad de

respuesta confiable y predecible, que sea capaz de

sostenerse ante situaciones imprevistas, tales como

riesgos ambientales o de otra índole que pudieran sig-

n i f i c a r, en determinadas circunstancias, la disru p-

ción de la capacidad de seguir ofreciendo los serv i c i o s

de las dependencias gubernamentales.

Para evaluar los resultados de las metas fijadas se

utilizarán indicadores como la rendición de cuentas,

la calidad del trato a usuarios de los servicios públi-

cos y el alcance de la protección financiera frente a

eventos catastróficos.

• El compromiso con la salud
La salud está ligada al destino de la nación. A medida

que el país se transforme, su sistema de salud tam-

bién debe hacerlo. No puede haber progreso general

sin un sistema de salud que atienda las legítimas as-

piraciones de los mexicanos.

Las premisas que inspiran el compromiso del

gobierno de la República con la salud de los mexica-

nos son:

1. La buena salud es uno de los objetivos del de-

sarrollo y una condición indispensable para una au-

téntica igualdad de oportunidades.

2. La salud es, junto con la educación, compo-

nente central del capital humano, que es el capital

más importante de las naciones. Desde este punto de

vista, mejorar la salud es fortalecer la capacidad de

las personas y de la sociedad para procurarse y acre-

centar sus medios de vida.

3. Por ser un valor en sí misma y por su poten-

cial estratégico, se debe concebir la salud como un

objetivo social que todos los sectores pueden y deben

perseguir. Para ello se requiere complementar las po-

líticas de salud con políticas saludables (que abarquen

acciones en todos los sectores).

4. La protección de la salud es un valor compar-

tido por todas las sociedades, todos los sistemas

ideológicos y todas las organizaciones políticas y, por

tanto, es un valor que fortalece el tejido de nuestra

sociedad.

El mensaje central del esfuerzo nacional en salud

es que para mejorar la salud de los mexicanos es ne-

cesario democratizar la atención a la misma.

Esta democratización supone aplicar las normas

y los procedimientos de la ciudadanía a instituciones

que estaban regidas por otros principios, como el

control coactivo, la tradición social, el juicio de los

especialistas o las prácticas administrativas. Implica,

igualmente, aplicar estas normas y procedimientos a

individuos que antes no gozaban de tales derechos y

obligaciones, como las mujeres, los jóvenes o las mi-

norías étnicas.

El desarrollo de la ciudadanía culmina con la im-

plantación de los derechos sociales. En consecuen-

cia, debe ser el principio de ciudadanía el que defina

tanto las reglas de acceso de la población a los servi-

cios de salud como los mecanismos de participación

de los mexicanos en las decisiones del sistema. Este

principio indica que los servicios de salud no deben

ser considerados una mercancía, un objeto de cali-

dad o un privilegio, sino un derecho social. El acce-

so a ellos, por lo tanto, debe ser universal, y las prio-

ridades fijarse exclusivamente en función de las

necesidades de las personas y la efectividad de las in-

tervenciones.

Implícitos en la democratización de la salud es-

tán también la obligación de los servidores públicos

de rendir cuentas y el derecho de los ciudadanos a

exigirlas. En este sentido, lo primero que debe garan-

tizarse es el derecho de los ciudadanos a exigir que

se haga efectivo el acceso incondicional a los servi-

cios básicos de salud.

Para hacer realidad la democratización de la aten-

ción de la salud, México debe contar con un sistema

al que tengan acceso todos los mexicanos, indepen-

dientemente de su capacidad de pago; que re s p o n d a

con calidad y respeto a sus necesidades y expectati-

vas; que amplíe sus posibilidades de elección; que

cuente con instancias sensibles y eficaces para la pre-

sentación de quejas, y con mecanismos de part i c i p a-

ción en la toma de decisiones. Democratizar es, en su-

ma, construir un sistema de, por y para la gente.

Para enfrentar cada uno de los retos antes seña-

lados, la presente administración se ha planteado

cuatro objetivos principales:
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• Elevar el nivel de salud de la población y redu-

cir las desigualdades.

• Garantizar un trato adecuado a los usuarios de

los servicios de salud.

• O f recer protección financiera en materia de

salud a todos los mexicanos, apoyando de manera

prioritaria el financiamiento público.

• Fortalecer el sistema de salud.

4.6. La política económica

El objetivo de la política económica de la presente

administración es promover un crecimiento con ca-

lidad de la economía.

Un crecimiento sostenido y dinámico que per-

mita crear los empleos que demandarán los millones

de jóvenes que se incorporarán al mercado de traba-

jo los próximos años.

Un crecimiento que permita abatir la pobreza y

que abra espacios a los emprendedores.

Un crecimiento que avance en la igualdad de

oportunidades entre regiones, empresas y hogares, y

permita contar con recursos suficientes y canalizar-

los para combatir los rezagos y financiar proyectos de

inclusión al desarrollo.

Un crecimiento con estabilidad que permita pla-

near sin sobresaltos, invertir con menor riesgo y to-

mar decisiones con mayor certidumbre.

Un crecimiento con baja inflación que contribu-

ya a la recuperación de los salarios reales, la re d u c c i ó n

en las tasas de interés y la expansión del crédito.

Un crecimiento incluyente que dé oportunida-

des a todos y en el que la disponibilidad de instru-

mentos para participar en la economía no sea privi-

legio de unos cuantos.

Un crecimiento que considere el proceso de glo-

balización de la economía mundial y permita que el

país se integre a él obteniendo los máximos benefi-

cios posibles.

Un crecimiento que responda a la transición so-

cial que demanda mayores espacios de participación

de los ciudadanos en la toma de decisiones.

Un crecimiento que, ante la transición demo-

gráfica, aproveche las oportunidades de una pobla-

ción económicamente activa en crecimiento y, al

mismo tiempo, asuma los retos del aumento en la

demanda de empleos y de la inversión en capital

h u m a n o .

Un crecimiento sustentable que proteja y acre-

ciente el capital natural de nuestra nación.

En un mundo globalizado y dinámico como el

que vivimos, es necesario adicionar al bono demo-

crático que los mexicanos nos hemos ganado, el bo-

no de la estabilidad macroeconómica, el bono de la

flexibilidad microeconómica, el bono de la sustenta-

bilidad ambiental y el bono de la democratización de

la economía; sólo así, la “nueva fortaleza” que ha ad-

quirido la economía mexicana será permanente y po-

dremos dejar atrás la vulnerabilidad de la economía.

Para alcanzar el bono de la estabilidad macro e c o-

nómica debemos pasar del “blindaje económico” para

la transición política del año 2000 al financiamiento

sano del gasto público, a una mejor coordinación en-

t re las políticas monetaria y fiscal, y al incremento del

ahorro público y privado.

Se trata de conducir responsablemente la mar-

cha económica del país. Que las acciones del gobier-

no promuevan la estabilidad y el crecimiento, con

una conducción eficaz de las finanzas públicas y con

la promoción de un sector financiero sólido y com-

petitivo.

Las nuevas herramientas de la política macro e c o-

nómica deben incluir también el reconocimiento ple-

no de pasivos de largo plazo del gobierno, la transpa-

rencia de la hacienda pública y un manejo pro f e s i o n a l

del gasto público.

Para alcanzar el bono de la flexibilidad micro e c o-

nómica necesitamos crear las condiciones para hacer

un mejor uso de nuestros recursos y elevar y extender

la competitividad del país.

En un mundo en proceso de globalización corre s-

ponde al Estado promover las condiciones para la in-

s e rción competitiva de México en el nuevo orden eco-

nómico mundial. Promoveremos todas las reformas

necesarias para que la economía funcione mejor, los

m e rcados sean más eficaces y se reduzca el poder de

m e rcado de monopolios y oligopolios. Buscare m o s

a u m e n t a r y extender la competitividad del país, la

competitividad de las empresas, la competitividad de

las cadenas productivas y la competitividad de las re-

giones.

Lo anterior implica regulación apropiada, dispo-

nibilidad oportuna y eficaz de infraestructura econó-
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mica para el desarrollo, fomento de capacidades pa-

ra el trabajo productivo de clase mundial, desarrollo

tecnológico y científico para la nueva economía; t o-

do ello en el marco de una moderna cultura laboral y

empresarial.

Para alcanzar la competitividad, es también ne-

cesario un sector público con estándares internacio-

nales de buen gobierno. Tr a n s f o rm a remos las empre-

sas públicas del Estado a fin de que fortalezcan y no

limiten la competitividad de las empresas mexicanas.

S u p e r a remos esquemas que promovían el fo-

mento de la industria desde un punto de vista ma-

croeconómico, sin considerar que el país avanzará y

se desarrollará en la medida en que las empresas, una

por una, avancen y se desarrollen.

Proporcionaremos infraestructura pública y ser-

vicios para apoyar y facilitar la incorporación de las

micro, pequeñas y medianas empresas a la globaliza-

ción y a la nueva economía.

Para lograr el bono de la sustentabilidad am-

biental necesitamos crear las condiciones para un

d e s a rrollo distinto, sustentado en el crecimiento, pero

en el crecimiento con calidad, con calidad ambiental.

Este crecimiento depende del respeto y aprovecha-

miento de la biodiversidad, del incremento del capi-

tal natural de que dispone México y de una sólida

cultura ambiental.

La protección del patrimonio natural de los mexi-

canos es parte esencial del programa de gobierno y de

la responsabilidad intergeneracional de la presente

administración. Se trata de alcanzar un crecimiento

que sea capaz de balancear la expansión económica

y la reducción de la pobreza con la protección al me-

dio ambiente.

Para alcanzar el bono de la democratización de

la economía necesitamos asegurar un desarrollo in-

cluyente. Impulsaremos la iniciativa de las mexica-

nas y los mexicanos que decidan emprender un ne-

gocio, por pequeño que éste sea, porque la suma d e

los esfuerzos individuales es lo que va a hacer este país

grande y exitoso.

Promoveremos que las herramientas de acceso a

la economía estén disponibles para todos y no sólo

p a r a unos cuantos, tendremos, así, una fuerte expan-

sión de la ciudadanía económica, se democratizarán

los mercados y aumentarán las oportunidades para

p a rticipar en la economía formal.

Democratizaremos la economía mediante la eli-

minación de restricciones que han limitado las activ i-

dades de segmentos importantes de la cadena pro d u c-

tiva, y mediante la emancipación de los ciudadanos

de menores ingresos de un sistema legal e institucio-

nal que los discrimina.

Al mismo tiempo, buscaremos un desarrollo re-

gional equilibrado mejorando la infraestructura y es-

timulando la creación de empleos en las comunida-

des más rezagadas del país.

El programa económico de la presente adminis-

tración quiere responder a las necesidades de un

m u ndo global, de una población joven y de una so-

ciedad con profundos contrastes.

Se trata de un programa que incluye un verd a d e-

ro compromiso con las variables fundamentales de la

economía, pero que asume como premisa fundamen-

tal que para que la economía funcione, deben tam-

bién estar en orden las variables fundamentales de una

sociedad justa y humana: la disminución de la po-

breza, el incremento del capital humano, una mejor

distribución del ingreso, la convergencia en el desa-

rrollo regional y un mayor poder adquisitivo de los

salarios, entre las principales.

El programa económico deberá ser evaluado no

sólo por los logros obtenidos en las variables funda-

mentales de la economía, sino también por el éxito

que se tenga en los indicadores que representan las

variables fundamentales de una sociedad justa y hu-

mana.

Este programa, el cual reconoce que tanto la po-

lítica económica como la política social contribuyen

al crecimiento y a la distribución, está integrado por

políticas económicas y sociales que se refuerzan mu-

tuamente.

Es un programa ordenado y coherente en la bús-

queda de la estabilidad y el crecimiento; pero tam-

bién es innovador en la búsqueda de la equidad. Es

estructuralmente sólido en materia económica, pero

también es socialmente solidario y comprometido.

Con este programa se busca la creación de un am-

biente de competencia, donde el Estado ciert a m e nt e

no estorbe y canalice la acción pública para cre a r las

condiciones necesarias para que el sector privado

aproveche su energía potencial y alcance altos índi-

ces de productividad y competitividad, pero que re-

conoce al mismo tiempo la necesidad de una acción
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pública decidida del gobierno para promover la equi-

dad entre las regiones, las empresas y los hogares.

Por ello, este gobierno se compromete a ofrecer

un crecimiento con calidad. Queremos crecer, pero

c recer con calidad. Con calidad humana y con calidad

ambiental.

Se compromete a ser un gobierno responsable

que provea servicios públicos diversos y de calidad,

con énfasis en la atención a las clases marginadas;

que maneje en forma responsable las finanzas públi-

cas y la política económica; que regule los merc a d o s

en función de los intereses de la ciudadanía; que pro-

mueva activamente el desarrollo de capital humano;

que apoye el fortalecimiento de los factores para el

d e s arrollo competitivo del sector productivo; que pro-

m u eva un marco regulatorio eficaz; que provea la in-

f r a e s t ructura que demanda el país, y que fortalezca el

desarrollo regional.

Un gobierno que dirija sus acciones y provea sus

servicios con criterios de competitividad y producti-

vidad; que asegure la inclusión al desarrollo de los gru-

pos marginados; que rinda cuentas y sea transparen-

te en sus procesos y en sus criterios de decisión; que

sea plural y considere los distintos puntos de vista de

la sociedad en el establecimiento de su política eco-

nómica y sus estrategias de crecimiento.

C recer sin distribuir no es sostenible ni humano;

crecer a costa del medio ambiente no es sustentable

ni honesto con las siguientes generaciones.

Esta política económica se verá reflejada en las

decisiones, acciones y programas que realice este go-

bierno.

Para el crecimiento sostenido y dinámico, entre

otras acciones y programas, el gobierno promoverá

un marco regulatorio claro; mantendrá finanzas pú-

blicas sanas; promoverá el fortalecimiento del círc u l o

virtuoso ahorro-inversión; reactivará la banca de de-

sarrollo.

Para elevar la competitividad promoverá las re-

formas estructurales necesarias para lograr la mayor

eficacia en los sectores clave de la economía; impul-

sará el fortalecimiento del mercado interno; impulsa-

rá la inversión privada en materia de infraestru c t u r a ;

p ro m o v e r á el desarrollo de capacidades empresaria-

les mediante programas de capacitación, asesoría

técnica y educación para el trabajo; promoverá una

nueva cultura laboral y una reforma en este ámbito

por medio de diálogos y consensos; implantará pro-

gramas de pro m o c i ó n , financiamiento y capacitación

para la inserción ventajosa del país en el proceso de

globalización; apoyará a los emprendedores a desa-

rrollar sus proyectos productivos con sistemas de fi-

nanciamiento y mecanismos de asesoría adecuados a

sus necesidades y características.

Asegurará la incorporación al desarrollo de los

m a rginados; para ello, creará la banca social; estable-

cerá programas de microfinanciamiento y crédito pa-

ra los microempresarios y trabajadores por su cuen-

ta; mejorará la infraestructura y los servicios básicos

del sector rural y de las zonas urbanas marginadas;

promoverá el ahorro popular; aumentará las oportu-

nidades para desarrollar proyectos productivos entre

grupos que tradicionalmente no han tenido acceso a

participar en los beneficios del desarrollo económi-

co; ampliará la infraestructura digital para llegar has-

ta los grupos más rezagados del desarrollo.

E n t re las acciones que se seguirán para pro m o v e r

el desarrollo regional equilibrado, se crearán núcleos

de desarrollo sustentable; se apoyará el desarrollo tu-

rístico municipal, estatal y regional; se implantarán

programas de desarrollo social y económico en las

fronteras norte y sur del país; se establecerán meca-

nismos de coordinación con los distintos niveles de

gobierno; se desarrollarán programas para la instala-

ción de empresas en las distintas regiones.

Para asegurar un desarrollo sustentable se difun-

dirá información para promover una cultura en la

que se respete el medio ambiente; se apoyará a insti-

tuciones dedicadas a la conservación del medio am-

biente; se reglamentará el uso y la explotación de

acuíferos para optimizar su uso y conservar este re-

curso; se fomentará la adopción de procesos pro d u c-

tivos limpios; se aplicarán políticas de respeto al me-

dio ambiente en las empresas paraestatales. Además,

s e incorporarán nuevas áreas naturales a un régimen

de protección y conservación, promoviendo alterna-

tivas económicas para sus pobladores y se fom e n t a-

rán las unidades de manejo ambiental sustentab l e ,

que contribuyan a conserv a r, promover y facilitar l a

biodiversidad, a disminuir las probabilidades de de-

gradación de ecosistemas y especies en riesgo de ex-

tinción y a fomentar la recuperación de especies de al-

t o significado ecológico, simbólico y económico para

las identidades regional y nacional.



El Poder Ejecutivo Federal, 2000-2006



Para asegurar que la política económica avance

en la dirección deseada, que la administración pú-

blica rinda cuentas y que los serv i d o res públicos uni-

fiquen visiones, objetivos, estrategias y acciones, se

han seleccionado los siguientes indicadores, que per-

mitirán evaluar los avances: la tasa de crecimiento

anual del PIB; el número de empleos permanentes de

nueva creación; el comportamiento de la inflación y

las tasas de interés, del ahorro público y privado, de

la inversión extranjera directa, de la relación inver-

sión-crecimiento del PIB, de los ingresos tributarios

respecto del PIB; el grado de equilibrio en el ejercicio

del presupuesto; el mantenimiento de un cociente

razonable de deuda total respecto del PIB, conside-

rando los pasivos contingentes; el sostenimiento del

grado de conversión de la deuda externa mexicana

denominada en moneda extranjera determinado por

entidades calificadoras de riesgo de prestigio intern a-

cional; el crecimiento de la productividad; el com-

portamiento de los niveles de ingreso de la clase tra-

bajadora; los logros alcanzados en la reducción de las

desigualdades entre regiones en su actividad econó-

mica, así como en su tasa de empleo; el incremento

del PIB “verde” (el que descuenta la depreciación y el

agotamiento de capital natural) que refleje un desa-

rrollo sustentable; la reducción del porcentaje de

p é rdidas de agua en el sector agrícola, y el cre c i m i e n-

to en la proporción de recursos forestales del país in-

corporados a programas de manejo sustentable.

Los indicadores del Plan Nacional de Desarrollo

servirán como referentes para evaluar los avances y

calibrar y ordenar temporalmente las acciones y es-

trategias durante los próximos seis años.

4.7. La política interior

México es una nación que ha decidido empre n d e r u n a

t r a n s f o rmación profunda, con la visión puesta en el

futuro, congruente con su historia y fiel a los princi-

pios básicos que le han dado fortaleza y cohesión.

El 2 de julio del año 2000 la mayoría de los me-

xicanos emitió, mediante su voto, un mandato de

cambio que exigía difundir las formas democráticas

en el ejercicio del poder público y que convocaba a

c o n struir una plena gobernabilidad democrática.

Hoy, el reto obliga a avanzar en nuestro proceso

de transición para consolidar una democracia legíti-

ma, genuina y duradera.

Los mexicanos hemos emprendido un proceso

de transición que no se concreta en un solo día ni es

tarea encomendada a unos cuantos. Por el contrario,

ha sido una labor de trascendencia histórica que exige

continuidad en el esfuerzo de todos.

El Ejecutivo federal seguirá poniendo en prácti-

ca formas democráticas de ejercicio del poder públi-

co que tiene encomendado. El camino hacia la de-

mocracia plena pasa necesariamente por la ru t a

cierta, pacífica y legítima que se deriva de la vigencia

del Estado de derecho. Por ello, el Poder Ejecutivo

tiene, entre sus obligaciones fundamentales, la de

apegar sus actos a lo dispuesto por los pre c e p t o s

constitucionales. Hoy, la fuerza que respalda la ac-

ción del Estado es la que se deriva de la legitimidad

que da el derecho.

Toda sociedad democrática se basa en el respeto a

la dignidad de las personas y en el reconocimiento de

sus derechos fundamentales. Será compromiso del

Ejecutivo respetar y hacer respetar, de manera inva-

riable, los derechos esenciales de cada hombre y de

cada mujer.

Las libertades y derechos políticos const i t u y e n

otras de las premisas a partir de las cuales se constru-

ye todo sistema democrático. El México democrático

q u e todos queremos es incluyente, tolerante y respe-

tuoso del derecho de todos y cada uno de sus ciuda-

danos de expresar y promover sus ideas e intereses

legítimos. De ahí el compromiso del Ejecutivo de

respetar y alentar el ejercicio de las libertades y dere-

chos políticos.

El Ejecutivo contribuirá, en la esfera de sus atri-

buciones, al fortalecimiento del sistema de partidos

y a profundizar la interacción de las organizaciones

sociales con la administración pública federal.

La nueva política interior obliga a una conduc-

ción que, privilegiando el derecho y sin negociar jamás

la ley, sea promotora del diálogo civilizado dirigido a

construir acuerdos entre los actores políticos y socia-

les, como vía para encontrar soluciones a los conflic-

tos y para promover el bien común.

El camino de las convergencias y la suma de vo-

luntades es vía idónea para lograr pactos y reformas

que nos permitan asegurar la realización de acciones

de gobierno en favor del interés público. En conse-
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cuencia, el Ejecutivo pondrá especial empeño en pro-

piciar el diálogo productivo con los partidos políti-

cos y con las organizaciones sociales.

N u e s t ro país re q u i e re instituciones fuertes, acor-

des con su circunstancia histórica y congruentes c o n

la realidad. En razón de ello, el Ejecutivo ha decidido

impulsar la reforma del Estado. Una de las vías será

la promoción de un proceso de revisión integral de

nuestra Constitución; es necesaria una revisión ex-

haustiva, crítica y plural para arribar a una reforma

que brinde un nuevo diseño institucional capaz de

superar las insuficiencias legales acumuladas a lo lar-

go de décadas.

En el México moderno el ejercicio de la política

es una tarea de responsabilidad compartida: del go-

bierno con los ciudadanos, del Estado con la socie-

dad civil, de la Federación con las entidades federa-

tivas y municipios, de la mayoría gobernante con las

demás fuerzas políticas, así como del Ejecutivo fede-

ral con los poderes Legislativo y Judicial de la Unión.

Un principio fundamental que guiará la acción

del Ejecutivo será fortalecer la interacción fructífera

y respetuosa con los otros poderes de la Unión. Res-

p etará, tal como lo manda la ley, sus ámbitos de ac-

c i ó n así como sus espacios de autonomía. Trabajará

para propiciar el fortalecimiento de las facultades

que la Constitución les otorga, así como para conso-

lidar esquemas de corresponsabilidad en la toma de

d e c i s i ones que hagan frente a los desafíos nacionales.

La transferencia de responsabilidades, atribucio-

nes y recursos de la Federación a las entidades fede-

rativas y municipios constituye una redistribución

del poder, en la medida que fortalece a las autorida-

des tanto locales como municipales y acerca los pro-

cesos de toma de decisiones a la población, deposi-

tándolos en aquellas instancias de gobierno más

inmediatas. México necesita avanzar, con plena con-

vicción federalista, hacia una coherente arq u i t e c t u r a

de gobiern o s , que reconozca su espacio a las autori-

dades locales y potencie las oportunidades en las dis-

tintas regiones del país, bajo las premisas de sub-

sidiariedad, solidaridad, resarcitoriedad, desarrollo

regional equilibrado, unidad nacional y eficacia.

La transformación de la cultura política mexica-

na debe continuar. Por ello, el Ejecutivo contribuirá a

difundir la cultura democrática con el fin de que los

ciudadanos sean poseedores de valores, inform ac i ó n ,

conocimientos, prácticas, actitudes y habilidades q u e

les permitan construir su destino individual y comu-

nitario, así como desenvolverse de manera activa, in-

formada y responsable en la defensa y promoción

tanto del interés público, como de intereses legítimos

particulares y de grupo.

La democracia requiere una intensa participa-

ción ciudadana. El Ejecutivo promoverá nuevos cau-

ces y medios de expresión para que las personas se

i n v o l u c ren en el diseño, ejecución, supervisión y

evaluación de las políticas públicas.

El libre flujo de la información es consustancial

a la democracia. La administración pública federal se-

guirá respetando, tal como lo manda la ley, las liber-

tades de expresión y de prensa. Lo hará independien-

temente de que las opiniones se formulen y difundan

desde una perspectiva crítica a la actuación o al de-

sempeño del Poder Ejecutivo Federal.

El Ejecutivo continuará abriendo espacios de re-

flexión en torno a los procesos de modernización de

los medios electrónicos de comunicación.

La administración pública federal tiene la obliga-

ción de informar sobre las principales acciones reali-

zadas, explicando las razones a las que responden y

los valores que las inspiran. La política de comunic a-

ción social contribuirá a que la ciudadanía esté mejor

informada, de manera que pueda evaluar el desem-

peño de su gobierno y exigir una rendición de cuen-

tas a las autoridades que lo conforman.

El Ejecutivo federal asume plenamente su res-

ponsabilidad de dar acceso a los ciudadanos que lo

soliciten a la información de interés público conte-

nida en documentos elaborados por fuentes oficiales.

Para ello propondrá la actualización del marco jurí-

dico correspondiente y contribuirá a la moderniza-

ción de los sistemas con los que operan los archivos

que resguardan y catalogan la información elabora-

da por instancias gubernamentales oficiales.

Como todo Estado democrático moderno, el Es-

tado mexicano necesita contar con sistemas de inte-

ligencia para garantizar la seguridad nacional y hacer

f rente a riesgos y amenazas que atenten contra el bie-

nestar y la paz de su población, pongan en peligro la

permanencia de las instituciones del Estado o vulne-

ren la integridad de su territorio.

El Ejecutivo federal contribuirá, de manera de-

cidida, a que los intereses vitales del Estado mexicano
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estén debidamente protegidos mediante institucio-

nes sometidas a escrutinio institucional y que reali-

cen su actividad conforme a un marco normativo es-

pecífico. El Ejecutivo profundizará el primer paso

dado por el H. Congreso de la Unión al incluir en la

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal la

atribución, a cargo de la Secretaría de Gobernación,

de establecer y operar un sistema de investigación e

información que contribuya a preservar la integri-

dad, estabilidad y permanencia del Estado mexicano

y de sus instituciones democráticas.

En el marco de los principios constitucionales de

libertad de creencias y de culto, laicidad del Estado

y separación de éste y las iglesias, el Ejecutivo con-

tinuará reconociendo la personalidad jurídica de las

asociaciones religiosas y promoverá su desarrollo en

un clima de tolerancia entre las iglesias y de colabo-

ración con las mismas en beneficio de la sociedad

mexicana.

Con pleno respeto a los derechos de las mexica-

nas y los mexicanos, el Ejecutivo federal promoverá

una política poblacional que contribuya, mediante

acciones de coordinación, programas de información

y una amplia participación ciudadana, a hacer com-

patibles el crecimiento demográfico, la distribución

territorial de la población y el desarrollo sustentable.

El Ejecutivo impulsará la modernización del sis-

tema de registro de las personas residentes en el país

y de los mexicanos que radican en el extranj e ro, por

medio de acciones de coordinación con el Regist ro

Civil y aplicando las normas y procedimientos técni-

cos idóneos.

El Ejecutivo federal aumentará la capacidad pre-

ventiva del Sistema Nacional de Protección Civil y mi-

tigará los efectos de los desastres, a partir de una ma-

yor coordinación de esfuerzos interg u b e rnamentales y

de la promoción de la corresponsabilidad ciudadana.

El Ejecutivo impulsará la transformación institu-

cional de la dependencia que tiene a su cargo la con-

ducción de la política interior, a fin de que se encuentre

en mejores condiciones para promover la gobern a b i-

lidad democrática en el país.

La política interior es espacio desde el cual se ga-

rantiza la seguridad nacional y se procesan eficazmen-

te demandas y planteamientos de los actores políticos.

Cumple el propósito fundamental de propiciar un

entorno favorable no sólo para el desarrollo político,

sino también para el crecimiento económico con ca-

lidad y para el desarrollo social y humano. Mediante

las acciones de política interior se crean condiciones

favorables para que los actores políticos, económicos

y sociales desplieguen su actividad.

4.8. La política exterior

El sistema internacional experimentó cambios pro-

fundos y significativos durante el decenio pasado. El

deshielo bipolar ha tenido un fuerte impacto en el

equilibrio de poder mundial, en los factores que influ-

yen en la posición y en los intereses de las naciones,

así como en la manera en que éstas se relacionan en-

t re sí. Todos los países y todas las regiones del mundo

han tenido que enfrentar los efectos políticos, econó-

micos y sociales derivados de estas transform a c i o n e s .

México no es una excepción. Su posición geoestraté-

gica, sus intereses, su tradición diplomática y sus ne-

cesidades de desarrollo nos obligan a desempeñar un

papel activo y central en la conformación de la nueva

a rquitectura intern a c i o n a l .

El sistema internacional que ha ido conformán-

dose desde el fin de la guerra fría es desagregado, ato-

mizado y plenamente globalizado, y exige diseñar

nuevas estrategias y enfoques novedosos para inser-

tar de manera provechosa a nuestro país en la econo-

mía internacional, para enfrentar los retos que encie-

rra la nueva agenda de seguridad internacional y para

garantizar condiciones de desarrollo sostenido y de

bienestar para la sociedad. Por ello, la diplomac i a

mexicana del nuevo milenio ya no debe ser sólo un

instrumento central en la preservación de la sobera-

nía y de la seguridad nacionales, sino que debe con-

v e rtirse además en una palanca para promover y

apuntalar el desarrollo socioeconómico de México.

En el ámbito interno, México también atraviesa

por un periodo de cambios profundos. Las elecciones

del 2 de julio de 2000 demostraron la madurez polí-

tica y la voluntad democrática del pueblo de México.

Fueron una prueba para nuestras instituciones que

fue superada con éxito. Dentro y fuera de México se

ha reconocido la fortaleza de nuestras instituciones

democráticas. Gracias a ello, el gobierno de México

dispone hoy de una legitimidad que da mayor fuerz a

a sus posturas en el ámbito internacional.
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Consecuentemente, hoy podemos promover la

imagen de un México democrático, tolerante y segu-

ro, la cual refleje la transparencia, la pluralidad y el

vigor de nuestros procesos políticos, económicos, so-

ciales y culturales. El interés internacional que ha des-

pertado la transición política mexicana, así como la

nueva legitimidad democrática que hoy disfruta el

país, deben servirnos como vehículo para llevar al

e xterior una visión de un México renovado. No se tra-

t a de un mero ejercicio de relaciones públicas, sino de

u n esfuerzo por reflejar con fidelidad la realidad na-

cional y modificarla en aquellos aspectos, como la

defensa y promoción de los derechos humanos, que

requieren un cambio sustantivo.

La política exterior de México se ha orientado

con base en los principios que hoy están plasmados

en nuestra Constitución Política, mismos que son

p roducto de la experiencia histórica de nuestra na-

ción. Sin embargo, estos principios generales de po-

lítica exterior no pueden ejercerse en abstracto, si-

no que deben enfocarse a la defensa y promoción de

i n t e reses nacionales fundamentales. Estos intere s e s

pueden enunciarse en forma general de la siguiente

m a n e r a :

• Garantizar que nuestra seguridad nacional y

nuestra integridad territorial no se vean afectadas o

amenazadas como resultado de cambios o aconteci-

mientos que se producen en el exterior.

• Asegurar que la naturaleza soberana de las de-

c isiones que adopta el Estado mexicano en su rég i-

men interno y en sus relaciones con los demás a c t ores

internacionales no se vea constreñida por intereses o

posiciones de terceros países.

• Aprovechar en beneficio de la nación nuestros

recursos naturales, asegurando que el Estado p u e d a

d e t e rminar las modalidades de su uso y conservación

en función de las necesidades y prioridades del país.

• Encontrar y fomentar los espacios que perm i-

t a n impulsar el desarrollo nacional integral, sosteni-

do y sustentable, mediante acciones concertadas con

otras naciones o regiones del mundo.

• P a rticipar activamente en la conformación de

un sistema internacional que promueva la estabilidad

y la cooperación, sobre la base del derecho intern a-

cional, y que nos pro p o rcione espacios de acción po-

lítica y diplomática frente a otras naciones o re g i o n e s .

Si bien tanto los intereses como los principios

generales de la política exterior, por su nivel de abs-

tracción y su generalidad, constituyen las líneas fun-

damentales de una política de Estado, su interpreta-

ción y aplicación cotidiana también deben reflejar las

necesidades económicas, políticas y sociales especí-

ficas a las que responden los gobiernos en momen-

tos históricos determinados.

En respuesta a esas necesidades derivadas de los

cambios en los ámbitos interno y externo, la labor

del gobierno en materia de relaciones exteriore s

para el periodo 2001-2006 se articulará en torno a

cinco objetivos estratégicos: primero, promover y

f o rtalecer la democracia y los derechos humanos co-

mo bases fundamentales del nuevo sistema intern a-

cional; segundo, fortalecer nuestra capacidad para

p roteger y defender los derechos de todos los me-

xicanos en el extranjero; terc e ro, intensificar la part i-

cipación e influencia de México en los foros multila-

terales, desempeñando un papel activo en el diseño

de la nueva arquitectura internacional; cuarto, uti-

lizar los esquemas de concertación regional para

equilibrar la agenda de política exterior mexicana,

c reando nuevos ejes de acción política, y quinto,

apuntalar y encabezar los esfuerzos de pro m o c i ó n

económica, comercial, cultural y de la imagen de

México en aras de un desarrollo nacional sustenta-

ble y de largo aliento.

Defensa de la democracia y derechos humanos

A fines del siglo X X y principios del X X I ha quedado

de manifiesto en todo el mundo que la democracia

es la forma de gobierno de mayor legitimidad. En la

actualidad no hay sistema político legítimo que no

descanse en buena medida en arreglos democráti-

cos. Estos arreglos democráticos dentro de los esta-

dos permiten construir relaciones más sólidas y

t r a n s p a rentes con otros países, al reflejar los intere-

ses y las aspiraciones de las poblaciones de los dis-

tintos países que integran el sistema intern a c i o n a l .

Asimismo, los gobiernos democráticos disponen de

una legitimidad que da mayor fuerza a sus posturas

en el ámbito internacional. La democracia también

ha surgido como el sistema político de mayor com-

patibilidad con un crecimiento económico estable y

sustentable. Por todo ello, será parte fundamental
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de la política exterior del nuevo México pro m o v e r

la democracia.

Sin embargo, el gobierno de la mayoría sólo es

legítimo y estable si respeta a las minorías y a los in-

dividuos. Es por ello que México también debe for-

talecer la promoción y protección de los dere c h o s

humanos, de conformidad con las normas univer-

salmente reconocidas en la materia, asegurando la

plena aplicación de los instrumentos intern a c i o n a-

les y la armonización de nuestra legislación intern a

con las obligaciones internacionales. En este senti-

do, es importante señalar que México no es parte de

algunos importantes instrumentos intern a c i o n a l e s

de protección a los derechos humanos o de dere c h o

i n t e rnacional humanitario. La falta de pert e n e n c i a

a estos organismos mantiene incompleto el régi-

men jurídico nacional en la materia y daña la ima-

gen del país en el exterior, por lo que es necesario

que México suscriba estos instrumentos, re c o n o z c a

la competencia de sus comités y que participe en los

nuevos instrumentos que vayan surgiendo en la

m a t e r i a .

Defensa de los mexicanos en el extranjero

Además de su importancia intrínseca, la promoción

y defensa de la democracia y los derechos humanos

son de enorme interés para México ya que éstos ofre-

cen instrumentos para la defensa de los derechos de

los mexicanos en el extranjero.

Al considerar los procesos de cambio económi-

co y demográfico en México y Estados Unidos en las

próximas décadas, y la situación estructural que fo-

menta el fenómeno migratorio, se concluye que éste

es y seguirá siendo en el mediano plazo un tema

prioritario para México. Por ello, se prevé una cre-

ciente demanda de servicios consulares y acciones a

favor de la protección y el desarrollo de las comuni-

dades mexicanas en el exterior, particularmente en

Estados Unidos, por lo que se vuelve indispensable

asegurar que se cuente con la capacidad necesaria

para garantizar que todo ciudadano mexicano en el

extranjero reciba el apoyo solicitado y una atención

de la más alta calidad. En este sentido, es importan-

te señalar que si bien México ha logrado un cúmulo

de acuerdos y mecanismos para asegurar un mejor

trato a nuestros connacionales en el extranjero, el te-

ma migratorio, particularmente en Estados Unidos,

re q u i e re un nuevo enfoque de largo plazo que perm i-

ta que la movilidad y residencia de los nacionales

mexicanos sea segura, digna, legal y ordenada, y que

se abandone la visión de persecución policiaca del fe-

nómeno y se le conciba como un fenómeno laboral y

social. Es por ello necesaria una negociación integral

que aborde las raíces estructurales del fenómeno, sus

manifestaciones y consecuencias, y que considere la

atención de la migración como una responsabilidad

compartida.

Participación en foros multilaterales

Intensificar la participación e influencia de México

en los foros internacionales y contribuir a la revitali-

zación del sistema multilateral es otro eje de acción

fundamental de la política exterior de México. Esta

mayor participación permitirá promover posiciones

comunes sobre asuntos de interés nacional, como el

tema de la migración, e influir en aquellos que re-

quieren una amplia cooperación y concertación in-

ternacionales.

A lo largo de su historia, México ha participado

activamente en la conformación y el funcionamiento

de organismos internacionales, con la intención ma-

nifiesta de promover la constitución de un orden in-

ternacional bajo la premisa de igualdad soberana de

los estados. Sin embargo, dados los cambios en el sis-

tema internacional, es necesario intensificar la parti-

cipación de México en los foros internacionales y

contribuir a la revitalización del sistema multilateral,

buscando promover posiciones comunes sobre temas

de interés nacional e influir en aquellos que requie-

ren una amplia cooperación y concertación inter-

nacionales. Su activa participación en el ámbito mul-

tilateral amplía la capacidad de acción de México y

multiplica su influencia más allá de la que se puede lo-

grar en el ámbito exclusivamente bilateral, otorgán-

dole un mayor peso a las opiniones y posiciones de

nuestro país en el sistema internacional.

Para México, éstos son espacios importantes pa-

ra fijar posiciones acordes con las transform a c i o n e s

i n t e rnas, construir consensos en torno a temas de int e-

rés común, con base en el principio de corre s p o n s ab i-
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lidad entre las naciones, a fin de instrumentar accion e s

para hacer frente a los grandes temas de la agenda in-

ternacional como la estabilidad financiera interna-

c i onal, el libre comercio, la migración, la democracia,

los derechos humanos, el combate al crimen org a-

nizado transnacional, el terrorismo, el cuidado del

medio ambiente, la prevención ante los desastres na-

turales y, de manera especial, la cooperación intern a-

cional para el desarrollo, por mencionar sólo algunos.

En estos foros se adoptan decisiones para resolver p ro-

blemas de carácter regional o mundial que deman-

dan una reacción oportuna. Resulta necesario aten-

der adecuadamente, con la participación de expert o s

en cada materia, la multiplicidad de temas que con-

f o rman la agenda internacional, en particular aque-

llos que re q u i e ren la cooperación y concertación in-

t e rn a c i o n a l e s .

Es en este contexto y con base en estos objetivos

que México buscará su ingreso al Consejo de Seguri-

dad de la Organización de las Naciones Unidas para el

periodo 2002-2003. Asimismo, México será sede de la

C o n f e rencia Internacional sobre Financiación para el

D e s a rrollo en 2002; de la Cumbre de Mecanismos de

Cooperación Económica Asia-Pacífico en 2002; de la

C u m b re Unión Europea-América Latina y el Caribe en

2004, y de la Cumbre de las Américas en 2005.

Equilibrio en la agenda de política exterior

La participación activa de México en foros multilate-

rales mundiales no significa una menor part i c i p a c i ó n

en foros regionales o una disminución en nuestras re-

laciones bilaterales. De hecho, la nueva composición

del sistema internacional, los cambios en la econo-

mía mundial y la regionalización obligan a México a

buscar nuevas áreas de oportunidad y lograr una me-

jor distribución y un equilibrio de esfuerzos y recur-

sos acordes con estos cambios.

En particular, por razones de identidad cultural,

p roximidad geográfica, raíces históricas comunes,

complementariedad económica y aspiraciones com-

partidas de desarrollo e integración, los vínculos con

la región de América Latina y el Caribe constituyen

una prioridad de la política exterior mexicana. Fort a-

lecer los esquemas de concertación y el diálogo polí-

ticos con Centroamérica y Sudamérica, impulsar los

i n t e rcambios económicos, comerciales, culturales,

educativos y científicos, e intensificar la cooperación

para el desarrollo coadyuvará a hacer de América La-

tina y el Caribe una región con mayor presencia en el

escenario internacional. En Centroamérica, el Plan de

D e s a rrollo Regional Puebla-Panamá constituirá el eje

para promover el desarrollo integral y a largo plazo

del sur de México y los países de América Central. Con

Sudamérica, México buscará ampliar y profundizar

las relaciones políticas y económicas con Argentina,

Brasil y Chile y crear así un espacio de entendimiento

y diálogo privilegiado entre estas naciones. México

también buscará reactivar el Grupo de los Tres, con

Colombia y Venezuela, para dotar a las tres naciones

de un canal de comunicación político de alto nivel.

México también está decidido a desempeñar un pa-

pel vigoroso y activo en la promoción y profundiza-

ción de la democracia en la región, lo cual permitirá

garantizar la paz y la seguridad en América Latina.

Por ello, México buscará apoyar el proceso de paz en

Colombia y evitar que los patrones de violencia y de

crimen organizado repercutan en países vecinos.

La estrategia de la diversificación de nuestras re-

laciones exteriores incluye también una ampliación

e intensificación de nuestra relación con Europa y la

región Asia-Pacífico. Por un lado, al tiempo de in-

tensificar los vínculos políticos con Europa, tras la

f i rma de los acuerdos de comercio con la Unión Eu-

ropea y la Asociación Europea de Libre Comerc i o ,

México buscará fortalecer las relaciones económicas

y comerciales, a fin de diversificar nuestros merc a-

dos internacionales, así como las fuentes de inver-

sión extranjera. Por otro lado, la región Asia-Pacífi-

co re p resenta un área de enorme potencial para

México en lo económico. Por ello es necesario inten-

sificar y ampliar los vínculos con los países de esa

zona, que ofrecen grandes oportunidades de coope-

ración y la posibilidad de establecer alianzas para

impulsar nuestras posiciones en la sociedad intern a-

cional del futuro .

Promoción económica, comercial y cultural

Finalmente, es importante señalar que la diplomacia

mexicana no actúa en el vacío, al ser parte de un pro-

yecto de gobierno y eje central de la acción del Esta-
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do. Por ello, la política exterior es un componente vi-

tal del plan de desarrollo que se ha trazado para los

próximos seis años, y ayudará a lograr las metas de

crecimiento económico y social que se presentan en

este Plan.

En la actual etapa de globalización económica,

es muy importante dar una nueva orientación a los

e s f u e rzos de México por lograr una inserción exito-

sa en la nueva economía mundial del siglo X X I. Mé-

xico es la octava potencia en el comercio intern a c i o-

nal y se ubica entre los primeros 15 países por el

tamaño de su producción industrial en el mundo; es

un importante lugar de destino para la inversión ex-

tranjera directa y de portafolio, y las tendencias de su

c recimiento influyen de manera determinante en la

evolución de los mercados económicos y financiero s

i n t e rnacionales. Sin duda, en años recientes se ha

impulsado una profunda re f o rma económica en el

país, se ha establecido una amplia red de acuerd o s

de libre comercio, de asociación económica, de coo-

peración y diálogo político, que deben traducirse en

nuevas opciones para consumidores y pro d u c t o re s

mexicanos. De ahí la importancia de mantener un

sistema de información oportuna al resto del mun-

do sobre el desarrollo económico nacional y de

lograr una mayor coordinación entre los difere n t e s

a c t o res nacionales, públicos y privados. Por ello, se

c reó la nueva Subsecretaría de Relaciones Económi-

cas y Cooperación Internacional dentro de la Secre-

taría de Relaciones Exteriores, que tiene como prin-

cipal objetivo convertir a la política exterior en un

i n s t rumento central para lograr las metas del des-

a rrollo económico y social de México. Esta nueva

s u b s e c retaría tiene a su cargo áreas de pro m o c i ó n

económica en todas las misiones diplomáticas y con-

s u l a res, que deberán identificar y apoyar oport u n i-

dades de comercio, turismo, inversión, financia-

miento y cooperación bilateral y multilateral, en

respaldo a los esfuerzos internos de desarrollo eco-

nómico y social y de diversificación de los merc a d o s

e x t e rn o s .

Como complemento a la estrategia de pro m o c i ó n

económica y comercial, se emprenderá una activa po-

lítica de difusión en el exterior de la rica y diversa cul-

tura mexicana con el fin de dar a conocer nuestros

v a l o res culturales y de apoyar una imagen positiva de

México en todo el mundo.

QUÉ SE NECESITA

4.9. Un buen gobierno

A fin de que esta administración cumpla con su res-

ponsabilidad histórica de dar respuesta a las grandes

demandas y expectativas de la sociedad, requerimos

acciones capaces de transformar radicalmente los es-

quemas tradicionales de gestión.

No estamos hablando de una transformación a

partir de un proceso de mejora gradual y paulatina,

sino de generar rápidamente los cambios profundos

que nos permitan recuperar el tiempo perdido y la

capacidad de respuesta para atender con prontitud y

eficacia las necesidades de la sociedad.

No obstante la urgencia evidente de cambio, el

reto de forjar un buen gobierno no es una tarea que

pueda realizarse por decreto o atendiendo a una ten-

dencia mundial, sino que demanda un trabajo serio

y persistente.

El gobierno que necesitamos construir es uno de

calidad total, que ponga en el centro del quehacer gu-

b e rnamental la satisfacción de las necesidades y ex-

pectativas de la sociedad.

Necesitamos un gobierno participativo que con-

sulte a la sociedad sobre sus necesidades y prioridades

para convertirlas en políticas de gobierno, y que de

f o rma constante se someta a una rigurosa rendición de

cuentas, no sólo en lo que se re f i e re al uso honesto y

t r a n s p a rente de los recursos, sino también a la eficacia

y calidad con que se utilizan.

Requerimos un gobierno con un alto sentido de

responsabilidad social, que sabe de la importancia de

su trabajo y que se responsabilice de su actuación, de

sus errores y en general de sus decisiones, mismas

que serán sometidas a un minucioso proceso de eva-

luación.

Requerimos un gobierno estratégico y competiti-

vo, que sea la vanguardia de la sociedad, que esta-

blezca democráticamente las prioridades sociales e

invierta de manera eficaz sus recursos financieros,

humanos, materiales y legales en el logro de la gran

visión de un México competitivo y justo.

Requerimos un gobierno inteligente, capaz de

utilizar los más avanzados sistemas administrativos y

tecnológicos para evitar el dispendio de recursos y

promover la eficacia de su función en todos los órde-
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nes. Dispuesto a aprender de las experiencias de éxi-

to registradas en otras partes del mundo para ade-

cuarlas al contexto nacional, con la firme convicción

de que siempre es posible mejorar.

Requerimos un gobierno ágil y flexible, capaz de

captar las oportunidades, atender los problemas y

adecuarse a las circunstancias rápida y eficazmente.

F rente al paradigma de un gobierno operativo,

orientado a administrar normas y procesos, pre v a-

lezca el de un gobierno estratégico, orientado a ad-

ministrar resultados. Requerimos que los pro c e s o s

b u rocráticos que inhiben el desarrollo de los actore s

g e n e r a d o res de riqueza se rediseñen con un enfoque

de calidad para atender las necesidades del ciudada-

no. La rigidez tiene que ser sustituida por flexibili-

dad, la cual nos permita derribar las barreras exis-

tentes para la innovación y la creatividad, impuestas

por la excesiva normatividad y sobre rre g u l a c i ó n

e x i s t e n t e .

Requerimos un gobierno abierto y transpare nte,

que trabaje en una gran vitrina de cristal donde t o-

dos los ciudadanos sepan el porqué de sus acciones,

y cuenten con acceso permanente a la inform a c i ó n.

Requerimos un gobierno descentralizado, que

en sus relaciones con los estados y municipios pro-

picie no sólo una simple desconcentración de funcio-

nes, sino un nuevo pacto federal, que deje en claro

que la nación es más que la suma de sus partes.

Un gobierno global, que se inserte en el contexto

mundial y entienda que no puede sustraerse de esta

dinámica de cambio vertiginoso, que presenta riesgos

por un lado, pero que igualmente ofrece grandes opor-

tunidades. Un gobierno que, potenciando el uso de las

tecnologías de la información, contribuya al reto de

forjar un gobierno que ofrezca mayores servicios y de

mejor calidad a un menor costo.

Necesitamos un gobierno austero, que trabaje

mejor y cueste menos, que someta sus procesos a una

estricta validación, para determinar aquellos que ya no

le dan un valor agregado a la sociedad, y cuyos re c u r-

sos deben ser reorientados a programas sustantivos del

g o b i e rno. Que contribuya al fortalecimiento de las fi-

nanzas, reduciendo el gasto excesivo y buro c r á t i c o .

Requerimos un gobierno confiable, cuyos serv i-

cios cuenten con altos estándares de calidad, re d i s e-

ñados en tal forma que eviten y prevengan los actos

de corrupción, basado en un estricto código de ética.

En suma, requerimos un gobierno de clase mun-

dial, un gobierno innovador y de calidad total. Para

lograrlo, trabajaremos en dos vertientes contenidas

en el modelo de innovación y calidad que se ha

adoptado. Por un lado, la innovación que perm i t a

concebir nuevas formas de hacer las cosas, y por el

otro, la calidad total que permita mejorar y optimi-

zar lo que se ha estado haciendo bien y ha demostra-

do que genera valor agregado a la sociedad.

A través de la innovación, buscaremos rempla-

zar los sistemas burocráticos por sistemas empre n d e-

dores, que transformen a las organizaciones públicas

en elementos de mejora y desarrollo, mediante un

cambio profundo de cultura, que permita la evolución

de los enfoques tradicionales hacia enfoques visiona-

rios y de futuro, que permitan encontrar solución a los

grandes problemas nacionales.

Tr a n s f o rmar la orientación del gobierno sólo será

posible si somos capaces de sumar las voluntades de

todos los serv i d o res públicos, por lo que debemos de-

jar atrás los esquemas jerárquicos basados en el con-

trol, que inhiben la creatividad y la innovación, para

dar paso a esquemas que faculten y fomenten la par-

ticipación y el trabajo en equipo.

4.10. Unas finanzas públicas sanas

México es un país con graves necesidades y con re-

cursos insuficientes. La brecha ha crecido en los úl-

timos años durante los cuales se ha deteriorado la

competitividad de la infraestructura, se ha ampliado

el rezago en la vivienda y se mantuvo el cons u m o

p redatorio de la riqueza ambiental. El gobierno ha in-

currido en déficit públicos de manera reiterada para

sufragar transitoriamente esta brecha en los re c u r s o s .

Otro mecanismo utilizado fue incrementar las apor-

taciones fiscales de Pemex, aun en detrimento de sus

necesidades de inversión y de su propia competitivi-

dad a mediano plazo.

El país requiere mayores recursos y renovar su

capacidad real para programar con certidumbre su

d e s a rrollo para el largo plazo. Los re c o rtes periódicos

y la inestabilidad atentan contra el deseo de construir

un buen gobierno y un país sólido. La solución está

en aumentar la disponibilidad de recursos a disposi-

ción de los tres niveles de gobierno. Estos recursos
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deben provenir de la mayor prudencia en el ejercicio

p resupuestal y en la reinvención de la función del go-

bierno, pero también deben provenir de la propia so-

ciedad que demanda mayor infraestru ctura, mejor

educación y una sociedad más justa.

Las finanzas públicas sanas son un objetivo in-

dispensable para permitir a la economía y a la sociedad

transitar hacia el futuro con mayor confianza y cert i-

d u m b re. El déficit público lleva al gobierno a adqui-

rir deuda interna o externa para compensarlo. En es-

te sentido, recurrir al déficit significa tomar re c u r s o s

de las próximas generaciones de mexicanos para finan-

ciar las necesidades de los mexicanos de hoy. La sa-

lud en las finanzas públicas significa encontrar un

balance duradero entre las necesidades de distintas

generaciones, adquiriendo compromisos de pago en

montos y condiciones que puedan ser sustentadas

por las siguientes generaciones.

Cuando el gobierno recurre en forma excesiva al

a h o rro interno, compite de manera directa con quie-

nes necesitan ese ahorro para financiar sus emp re s a s .

En la experiencia de México, esta competencia ha da-

do lugar al desplazamiento de la inversión a favor del

gasto y ha llevado a encarecer las tasas de interés re a-

les. Mantener por plazos largos este desplazamiento

de la inversión, ha contribuido a debilitar las ganan-

cias de la productividad y a reducir la competitividad

de los productores nacionales frente a los extranje-

ros, en especial de aquellas empresas que no tienen

acceso a fondos internacionales.

Cuando el déficit se financia con el ahorro exter-

no, la deuda gubernamental aumenta y se hace más

vulnerable la economía a las variaciones bruscas en el

tipo de cambio. La especulación internacional contra

divisas de países con debilidad fiscal ha sido práctica

generalizada en los últimos años. En México, las crisis

cambiarias y los contagios por crisis iniciadas en otro s

países, en presencia de graves desequilibrios en las fi-

nanzas públicas y alta deuda externa, han causado

graves desequilibrios en las finanzas públicas y exacer-

bado la inflación, los costos y la duración de los ajus-

tes internos. Estos efectos también pro v o c a ron crisis

bancarias y del sector financiero en su conjunto.

Los riesgos asociados con desequilibrios sosteni-

dos en las finanzas públicas dificultan la pro g r a m a c i ó n

del ejercicio financiero del gobierno y la planeación de

las actividades de los actores privados.

La salud de las finanzas públicas se alcanza cuan-

do una sociedad ha a p rendido a evaluar y administrar

las necesidades presentes y futuras, con pleno conoci-

miento de sus pasivos contingentes, y cuando una so-

ciedad quiere realmente planear para actuar con cer-

tidumbre y eficacia.

4.11. Los cambios en la estructura
del Poder Ejecutivo Federal

4.11.1. Creación de las comisiones

Con fundamento en la Ley Orgánica de la Adminis-

t r ación Pública Federal en su artículo 8°, que faculta

al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos para

constituir unidades de asesoría, de apoyo técnico y

de coordinación, mediante acuerdo presidencial del

1 de diciembre de 2000 se creó la Oficina Ejecutiva

de la Presidencia de la República, que contempla en-

tre otras unidades administrativas, la Comisión para

el Desarrollo Social y Humano, la Comisión para el

Crecimiento con Calidad y la Comisión de O rden y

Respeto, con funciones de planeación, coord i n a c i ó n ,

colaboración, apoyo y promoción.

Con esta nueva estructura de la administración

p ública se busca que el diseño y la instrumentación

de las políticas públicas del Ejecutivo federal tengan

una perspectiva integral que refleje la coherencia y

coordinación interinstitucional, que evite la duplici-

dad de funciones, haga un uso más eficaz de los re-

cursos e incremente la efectividad de los resultados.

Esta nueva forma de operar tiene como objetivos:

• I n c rementar el impacto de las políticas públicas

estableciendo mecanismos de coordinación de accio-

nes y trabajo interentidades en temas prioritarios pa-

ra el desarrollo de la nación.

• P romover la consistencia entre las políticas y los

p rogramas de las distintas dependencias, a fin de que

las acciones de las entidades de la administración pú-

blica federal sean sinérgicas y se eviten duplicidades.

• Definir las prioridades, visiones, metas y estra-

tegias de las secretarías y organismos de cada Comi-

sión. La mejor form a de concentrar esfuerzos es saber

con exactitud cuál es el resultado que debemos alcan-

z a r, cuáles los instrumentos y cuál el tiempo para lo-

grarlo.
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• Establecer procesos de evaluación de las accio-

nes de gobierno que ajusten su labor a las necesida-

des de la sociedad.

• Diseñar nuevas formas de atención a las nece-

sidades sociales integrando capacidades, recursos y

experiencias de cada entidad.

El propósito es lograr que todas las entidades del

g o b i e rno estén en la misma frecuencia; que la fuerz a

del equipo radique en tener objetivos comunes; que el

trabajo vaya en la misma dirección con base en desa-

fíos claramente definidos y compartidos; que al con-

centrar los esfuerzos se logren mejores re s u l t a d o s .

El trabajo de las tres comisiones se fundamenta

en la transformación del gobierno en una institución

más eficaz en la cual confíen los ciudadanos. Para

ello, es necesario contar con un gobierno que escu-

che y dé respuesta a las inquietudes de los ciudadanos.

C a d a servidor público buscará lograr un gobierno

t r a n s p a rente, honesto, participativo y eficaz, que tra-

baje mejor, cueste menos y proporcione mayores be-

neficios a la sociedad.

COMISIÓN PARA EL DESARROLLO SOCIAL Y HUMANO

El Ejecutivo federal, por medio de la Comisión para

el Desarrollo Social y Humano y de las secretarías y

o rganismos que la integran, se propone conducir re s-

ponsablemente las políticas sociales del país y hacer

del desarrollo social y humano el eje de la política d e l

g o b i e rno. El diseño de sus políticas está regido por l o s

principios de inclusión de la diversidad social y d e

respeto a la pluralidad cultural, así como por el estí-

mulo a prácticas participativas ante los retos y en la

solución de los problemas sociales del país.

Las líneas que definen el diseño y la instru m e n t a-

ción de las políticas tienen un fin integrador, por me-

dio del cual se pretende dar un nuevo perfil a las ins-

tituciones del Estado, capaz de estimular la cre a t i v i d a d

y de propiciar efectos multiplicadores que hagan más

eficaces los resultados de su acción. También se diri-

gen a fomentar la cultura de la corresponsabilidad en-

t re ciudadanos y funcionarios públicos.

Con el fin de dar coherencia a las tareas de gobier-

no en materia social, la Comisión para el Desarro l l o

Social y Humano establece la emancipación indivi-

dual y colectiva de los mexicanos como su misión es-

pecífica y se compromete con la sociedad mexicana a:

incrementar la calidad de vida de los mexicanos

mediante estrategias que aseguren la satisfacción

de sus necesidades básicas, reduzcan las desi-

gualdades extremas y las inequidades de género
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y de todo tipo, y desarrollen su capacidad e inicia-

tiva. Promover la unidad y solidaridad de los me-

xicanos, al aumentar y reforzar el capital y la co-

hesión sociales e inculcar el respeto y cuidado del

medio ambiente. Asegurar la capacidad de res-

puesta del gobierno y desarrollar la confianza de

los ciudadanos en sus instituciones.

COMISIÓN PARA EL CRECIMIENTO CON CALIDAD

Crecer con calidad ha sido uno de los mandatos rei-

terados por la población para la administración fede-

ral 2000-2006. Por esta razón, el Plan Nacional de

Desarrollo ha adoptado el crecimiento con calidad,

junto con el desarrollo social y humano y con el or-

den y respeto como las tres prioridades en torno de

las cuales se organizarán los aspectos estructurales

del desarrollo de México. También por ello, el Eje-

cutivo federal ha creado la Comisión para el Creci-

miento con Calidad con el propósito de coordinar las

acciones del gobierno en su conjunto, en cumpli-

miento de una de sus misiones centrales.

La Comisión para el Crecimiento con Calidad ha

adoptado cuatro premisas: primera, no puede haber

justicia social sin una economía sólida; segunda, la

estabilidad política es inseparable de la estabilidad

económica; tercera, la seguridad, la justicia y la pro-

tección de los derechos individuales y económicos

son precondiciones del desarrollo económico; cuar-

ta, los derechos humanos son inseparables del creci-

miento con calidad, pero también del desarrollo so-

cial y humano y del propio orden y respeto.

Es decir, una función central de la administra-

ción consiste en la concreción de una perspectiva in-

tegral para las políticas del Ejecutivo federal. La con-

secución de ello se plasmará en la presentación de,

metas, estrategias y prioridades comunes que se esta-

blecen en este Plan.

El programa de crecimiento con calidad es ort o-

doxo en la búsqueda de la estabilidad y el cre c i m i e n-

to, pero heterodoxo en la búsqueda de la equidad; es

d e c i r, es socialmente solidario y comprometido. Se

ratifica el compromiso con las variables fundamen-

tales de la economía, pero se asume como pre m i s a

fundamental que para el buen funcionamiento de la

economía, deben también estar en orden las varia-

bles fundamentales de una sociedad justa y humana.

Las entidades que integran la Comisión para el

C recimiento con Calidad tienen como misión central

asegurar la conducción responsable de la economía,

incrementar y ampliar la competitividad del país y

promover un crecimiento estable, dinámico, inclu-

yente, sostenido y sustentable. Los compromisos de

la Comisión para el periodo 2001-2006 son:

• Crecimiento para crear los empleos que de-

mandarán los millones de jóvenes que se incorpo-

rarán al mercado de trabajo los próximos años.

• Crecimiento que permita abatir la pobreza

y abrir espacios a los emprendedores.

• C recimiento con estabilidad que perm i t a

planear sin sobresaltos, invertir con menore s

riesgos y tomar decisiones con mayor certidum-

bre.

• C recimiento con baja inflación que contri-

buya a la recuperación de los salarios reales, la re-

ducción de las tasas de interés y la expansión del

c r é d i t o .

• C recimiento que dé oportunidades a todos y

en el que la disponibilidad de instrumentos para

p a rticipar en la economía no sea privilegio de unos

c u a n t o s .

• C recimiento para promover la democratiza-

c i ó n de los mercados. Una fuerte expansión de la

c i udadanía económica y el incremento de oportu-

nidades para participar en la economía formal.

• Crecimiento para conservar y acrecentar el

capital natural de nuestra nación.

• C recimiento para que las empresas públicas

d e l Estado fortalezcan y no limiten la competiti-

vidad de las empresas mexicanas.

• C recimiento para promover un desarrollo re-

g i onal equilibrado, mejorando la infraestructura

y estimulando la generación de empleos en las co-

munidades más rezagadas del país.

COMISIÓN DE ORDEN Y RESPETO

La Comisión de Orden y Respeto, y las secretarías y

o rganismos que la integran, privilegia un enfoque po-

lítico y social de conjunto y de largo plazo en la aten-

ción de los retos y la solución de problemas naciona-

les en materia de seguridad nacional, defensa de la
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soberanía, pre s e rvación del Estado de derecho, gober-

nabilidad democrática, seguridad pública, pro c u r a-

ción de justicia y desempeño gubernamental honesto.

El cambio democrático y la innovación gubern a-

mental que impulsa la Presidencia de la República,

incorpora la figura de la Comisión de Orden y Res-

peto como nuevo elemento transversal e integral que

dará lugar a una visión de mayor riqueza que la re s u l-

tante de aquellas de naturaleza fragmentaria de cada

dependencia, para privilegiar un enfoque político y

social estratégico, de conjunto y de largo plazo.

El objetivo de la Comisión es garantizar la coordi-

nación interinstitucional y promover mayores grados

de congruencia en la acción que decidan emprender

los tres órdenes de gobierno; armonizar criterios de

planeación, eficacia, suficiencia conjunta, colabora-

ción, apoyo y promoción, y facilitar el proceso de to-

ma de decisiones, así como de lograr coherencia y

cohesión tanto en las acciones como en el desempe-

ño gubernamental.

En los temas de seguridad nacional participan la

S e c retaría de Gobernación y las dependencias que in-

tegran la Comisión de Orden y Respeto, de acuerd o

con sus atribuciones. En el combate a la delincuencia

o rganizada intervienen en el mismo gabinete la Secre-

taría de Hacienda y Crédito Público, así como la Secre-

taría de Relaciones Exteriores, en el ámbito de sus re s-

pectivas competencias, con el fin de contar con una

visión integral en el enfoque de las políticas públicas.

E n t re las tareas que competen a la Comisión des-

tacan los temas re f e rentes a la defensa de la soberanía,

de la independencia y de la integridad territorial de la

nación; la seguridad nacional como protección, prev i-

sión y promoción del interés público; la part i c i p a c i ó n

ciudadana; la garantía de proporcionar información

para transparentar las tareas de gobierno; la pro t e c c i ó n

civil; la re f o rma integral del sistema de seguridad pú-

blica y de justicia; el diseño de mecanismos ágiles y

eficaces para la prevención y el combate instituc i o n a l

al delito, al tráfico ilícito de drogas, a la delincuencia

o rganizada, a la corrupción y a la impunidad; la me-

jora de las instancias de procuración de justicia; l a

re e s t ructuración integral del sistema penitenciario; la

protección a las víctimas del delito; así como asegu-

rar la eficacia de la administración pública y la hones-

tidad de los servidores públicos.

Entre las tareas de la Secretaría de Gobernación

destacan las relativas a la seguridad nacional, enten-

dida como la preservación de la integridad, estabi-

lidad y permanencia del Estado mexicano; la gober-

nabilidad democrática; la reforma democrática del

Estado; el fortalecimiento de las instituciones de go-

bierno; el federalismo y las relaciones interguberna-

mentales; la participación ciudadana; la ampliación

del ejercicio y el respeto de los derechos y libertades

ciudadanas; el impulso de la cultura política demo-

crática; la libre circulación de información; la liber-

tad de cultos; el control migratorio; la protección ci-

vil; los derechos humanos, y el fortalecimiento del

sistema de partidos.

La Comisión de Orden y Respeto da a la Pre s i-

dencia de la República asesoría, agiliza el proceso de

toma de decisiones por parte de las instancias ejecu-

tivas facultadas legalmente para ello, evalúa y da se-

guimiento a las acciones emprendidas y establece me-

canismos de coordinación permanentes para asegurar

la conducción y confluencia de todos los esfuerz o s

institucionales por alcanzar y cumplir satisfactoria-

mente los objetivos y las estrategias de gobiern o .

Con esta importante encomienda, la Comisión

de Orden y Respeto fungirá como un instru m e nto

que contribuya a facilitar y promover un gobierno

democrático eficaz y de calidad.

Los miembros de la Comisión de Orden y Respe-

to definen así su compromiso específico:

• F o rtalecer la soberanía y velar por el interés

y seguridad nacionales, mediante una estrategia

que integre conocimiento, eficacia, experiencia y

capacidad de coordinación entre las entidades

públicas de la administración pública f e d e r a l .

• Garantizar y pre s e rvar el orden e interés pú-

blicos, la justicia, la protección de la población y el

respeto a los derechos y libertades ciudadanas, en

el marco de una nueva gobernabilidad democráti-

ca, una nueva arquitectura de gobiernos federal,

estatales y municipales que resulte en un auténti-

co federalismo, una administración pública federal

honesta y eficaz, como fundamentos del desarro l l o

con seguridad, paz y tranquilidad de México.

4.11.2. Adecuaciones a las secretarías de Estado

Algunos de los cambios a la estructura de gobierno
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fueron propuestos a la administración federal ante-

rior y promovidos en el Congreso de la Unión. Estos

cambios dan respuesta a esta nueva forma de gober-

nar y de responder con fuerza y esperanza a los retos

que plantea el México contemporáneo. Entre estos

cambios destacan por su importancia:

Para cumplir con la demanda ciudadana de dar-

le a la seguridad pública la máxima prioridad, se cre ó

la Secretaría de Seguridad Pública cuyos objetivos

son, entre otros, desarrollar las políticas de seguridad

pública y proponer una política federal contra la cri-

minalidad, que comprenda las normas, instru m e n t o s

y acciones para prevenir de manera eficaz la comi-

sión de delitos; fomentar la participación ciudad a n a

en la formulación de planes y programas de pre v e n-

ción en materia de delitos federales y, por conducto

del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en los

delitos del fuero común; salvaguardar la integridad y

el patrimonio de las personas, prevenir la comisión

de delitos del orden federal, así como preservar la li-

bertad, el orden y la paz públicos.

La Secretaría de Gobernación se redimensionó

para consolidar su papel de conductor de la política

interior que compete al Ejecutivo federal, así como

de regulador de la política de comunicación social del

Poder Ejecutivo Federal.

Se reestructuró la Secretaría de Comercio y Fo-

mento Industrial convirtiéndose en la Secretaría de

Economía entre cuyas funciones destacan: la coordi-

nación y ejecución de la política nacional para crear

y apoyar empresas que reúnan a grupos de escasos

recursos en áreas urbanas, y fomentar el desarrollo

del pequeño comercio rural y urbano.

Para lograr un manejo integral de la política ali-

mentaria se transfirió el fomento de la actividad acuíco-

la y pesquera a la Secretaría de Agricultura, Ganadería

y Desarrollo Rural.

4.11.3. Reorganización de la Oficina de la Presidencia
de la República

Para ejercer una administración pública eficaz y

coordinada que cumpla los objetivos que le deman-

da la nación, se re o rg a n i z a ron las áreas de la Oficina de

l a P residencia de la República en unidades estratégi-

cas, ágiles y eficaces. Estas áreas incluyen tanto las de

apoyo, planeación estratégica y desarrollo regional,

políticas públicas e innovación gubernamental, co-

mo las de vinculación con grupos sociales relevantes

de la sociedad y que darán seguimiento a las priori-

dades de este gobierno.

4.11.4. Creación del Instituto Nacional de las Mujeres

Para garantizar la atención a las desigualdades de gé-

nero, el respeto a los derechos sociales, políticos y cí-

vicos de las mujeres, sin importar origen étnico,

edad, estado civil, idioma, cultura, condición social,

discapacidad o religión, se formaliza la institucion a-

lización de este compromiso con la publicación del

decreto de Ley del Instituto Nacional de las Mujeres,

el cual tiene como mandato promover y fomentar las

condiciones que posibiliten la no discriminación, la

igualdad de oportunidades y de trato entre los géne-

ros, el ejercicio pleno de todos los derechos de las mu-

jeres y su participación equitativa en la vida política,

cultural, económica y social del país, bajo los criterios

de transversalidad en las políticas públicas con pers-

pectiva de género, federalismo en el desarrollo de

programas y actividades y fortalecimiento de víncu-

los con los poderes Legislativo y Judicial tanto del

ámbito federal como del estatal.

4.12. La revolución educativa

La educación es factor de progreso y fuente de opor-

tunidades para el bienestar individual y colectivo; re-

percute en la calidad de vida, en la equidad social, en

las normas y prácticas de la convivencia humana, en

la vitalidad de los sistemas democráticos y en los es-

t á n d a res del bienestar material de las naciones; influ-

ye en el desarrollo afectivo, cívico y social, y en la ca-

p a c i d a d y creatividad de las personas y de las

comunidades. La educación, en suma, afecta la capa-

cidad y la potencialidad de las personas y las socie-

dades, determina su preparación y es el fundamento

de su confianza para enfrentar el futuro.

Hoy se reconoce el papel crucial del conoci-

miento en el progreso social, cultural y material de

las naciones. Se reconoce, asimismo, que la genera-

ción, aplicación y transmisión del conocimiento son



La revolución educativa



tareas que dependen de las interacciones de los gru-

pos sociales y, en consecuencia, condicionan la equi-

dad social.

El hecho fundamental que ha limitado la posi-

bilidad de hacer de México un país justo, próspero y

c re ativo es la profunda desigualdad de la sociedad,

una pauta que se manifiesta también en las dispares

oportunidades de acceso a la educación, en las dife-

rencias de calidad de las opciones de preparación

abiertas a cada sector social, en los distintos circuitos

culturales y ambientes de estímulo intelectual y en la

distribución de posibilidades de obtener inform a-

ción y conocimientos.

La equidad social y educativa y el mayor acceso

al conocimiento son, por tanto, dos retos entrelaza-

dos para potenciar la inteligencia colectiva de México,

que hay que enfrentar fomentando el aprendizaje y

la formación permanente de todos, si se aspira a ase-

gurar el avance nacional sin perder la cohesión social

en torno a los valores y las costumbres que caracte-

rizan positivamente a la nación.

La situación actual en materia educativa y las

condiciones demográficas, políticas y económicas de

México demandan un gran proyecto nacional en fa-

vor de la educación. Un proyecto en el cual partici-

pen y se articulen los esfuerzos de sociedad y gobier-

no en el logro de cuyos objetivos se sume y canalice

la energía individual y colectiva de los mexicanos, y

mediante el cual se resuelvan los inaceptables re z a g o s

educativos y se creen las condiciones que propicien

el futuro bienestar colectivo y la inserción plena de

México en el ámbito internacional.

Este proyecto supone una revisión amplia e inte-

gral de los objetivos, procesos, instrumentos, estruc-

tura y organización de la educación en México, a fin de

contar con una educación acorde con las nuevas con-

diciones y aspiraciones nacionales y que privilegie el

aprendizaje y el conocimiento. Demanda la partici-

pación sistemática de los individuos, grupos, org a n i-

zaciones y sectores del país para garantizar su conti-

nuidad y el compromiso con el mismo.

Hacer de México un país volcado a la educación

implica lograr que la educación sea valorada como un

bien público y, en consecuencia, que la sociedad me-

xicana toda se comprometa con su funcionamiento y

progreso. Esto requiere contar con un ambiente pro-

picio para la educación –sus contenidos y procesos,

sus actores y organizaciones, sus normas y resulta-

dos– y que todos los grupos sociales conc u rran a fa-

cilitarla y asegurarla: el magisterio, los educandos y

los padres de familia, las autoridades institucionales,

los sindicatos, las empresas, los medios informativos

y las organizaciones culturales, artísticas y deport i-

vas, las organizaciones no gubernamentales y los di-

ferentes órdenes de gobierno.

En concordancia y como resultado de esta vi-

sión, el propósito central y prioritario del Plan Na-

cional de Desarrollo es hacer de la educación el

gran proyecto nacional. Lograrlo implica contar con

p rogramas, proyectos y acciones que permitan tener:

• Educación para todos
El reto de llevar la educación a todos los mexicanos

mediante el sistema educativo formal y de la multipli-

cación de oportunidades de educación no formal, in-

cluye tomar en cuenta la pluralidad cultural, étnica y

lingüística del país para eliminar el rezago en la edu-

cación indígena, siempre con respeto a sus culturas.

La población que demanda educación básica no

c recerá en los próximos lustros, por lo que el país tie-

ne la oportunidad para, en pocos años, incorporar a

la educación preescolar a todos los niños en esa edad;

asegurar que completen su educación secundaria to-

dos los niños y jóvenes que hoy están en las aulas;

abrir oportunidades en la educación media superior

y superior para alcanzar coberturas más próximas a

las de nuestros principales socios comerciales.

A pesar del progreso que se alcance con estas ac-

ciones, el número de mexicanos sin educación básica

es y continuará muy alto. La mayoría de estos mexi-

canos está, por otro lado, en edad laboral y con ne-

cesidades de empleo. En conjunto, representan l a

p a rte más numerosa de la población económicamen-

te activa. Pro p o rcionarles educación resulta, por tan-

to, no sólo un acto de justicia sino de beneficio para

el desarrollo nacional.

Es necesario expandir y multiplicar las oport u-

nidades educativas y la diversidad de la oferta para

este sector de la sociedad, por medio de la apert u r a

de planteles e instituciones; la creación de altern a-

tivas educativas, de capacitación y de adiestramien-

to; el diseño y establecimiento de procesos ágiles y

confiables para reconocer y certificar los conoci-

mientos, las destrezas y las experiencias no escola-
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rizadas; la integración vertical y horizontal del sis-

tema educativo.

• Educación de calidad
Una educación de calidad significa atender el desarro-

llo de las capacidades y habilidades individuales –en

los ámbitos intelectual, artístico, afectivo, social y de-

p o rtivo–, al mismo tiempo que se fomentan los valo-

res que aseguran una convivencia solidaria y compro-

metida, se forma a los individuos para la ciudadanía

y se les capacita para la competitividad y exigencias

del mundo del trabajo. Ello se traduce en el énfasis

que estos aspectos reciben en los diferentes niveles de

la educación y en los desiguales contextos sociales de

los estudiantes, en el balance que se logre entre infor-

mación y formación, enseñanza y aprendizaje, lo ge-

neral y lo especializado, lo actual y lo porv e n i r.

La educación debe vincularse con la pro d u c c i ó n ,

p ro p o rcionando a los futuros trabajadores y pro f e s i o-

n i s t a s una cultura laboral básica que les permita ver

el trabajo como un medio de realización humana, de

convivencia solidaria y de servicio a la comunidad, a

la vez que introducir visiones críticas, constructivas

y responsables que transformen los empleos en opor-

tunidades de crecimiento personal.

Una educación de calidad, por tanto, demanda

que la estructura, orientación, organización y gestión

de los programas educativos, al igual que la naturale-

za de sus contenidos, procesos y tecnologías respon-

dan a una combinación explícita y expresa de los as-

pectos mencionados.

Por otro lado, la calidad de la educación descan-

sa en maestros dedicados, preparados y motivados; en

alumnos estimulados y orientados; en instalaciones,

materiales y soportes adecuados; en el apoyo de las fa-

milias y de una sociedad motivada y part i c i p a t i v a .

La calidad, como característica del sistema educa-

tivo, se logrará con la diversidad de instituciones y pro-

gramas educativos en el país que, en un ambiente de

l i b e rtad y bajo reglas claras y explícitas de calidad, c o n-

c u rran para ofrecer perfiles curr i c u l a re s , condiciones

intelectuales, procesos de instrucción y ambientes

humanos atractivos para los mexicanos.

• Educación de vanguardia
La fuerza de la economía, el comercio y las comunica-

ciones globales impulsan también la globalización de

los sistemas educativos de las naciones que aspiran a

p a rticipar activamente en los foros y los interc a m b i o s

i n t e rnacionales. La explosión del conocimiento y el

acelerado paso hacia una sociedad y una economía

basadas y estructuradas en torno a él, obligan a re p e n-

sar los propósitos del sistema educativo y a re c o n s i d e-

rar la organización social con miras al aprendizaje y al

a p rovechamiento del conocimiento por toda la socie-

dad. El avance y la penetración de las tecnologías lle-

va a reflexionar no sólo sobre cómo las usamos mejor

para educar sino incluso a repensar los procesos y los

contenidos mismos de la educación y a considerar

cuáles tecnologías incorporar, cuándo y a qué ritmo.

En la medida que se logre elevar el nivel educa-

tivo general de la población y reducir las diferencias

e n t re las diferentes regiones y grupos del país, aumen-

tará la demanda de servicios educativos para que la

juventud y la fuerza de trabajo mejoren su capacita-

c i ó n ; crecerá la presión por formas, mecanismos e

instrumentos para el entretenimiento, la instrucción

y la preparación, y habrá más oportunidades para

cursar estudios superiores y de posgrado. Colectiva-

mente, la sociedad será más creativa y capaz, a la vez

que más participativa y humana.

El país requiere, por lo tanto, formar a profes i o-

nistas, especialistas e investigadores capaces de cre a r,

innovar y aplicar nuevos conocimientos de tal forma

que se traduzcan en beneficio colectivo; re q u i e re ,

además, el apoyo educativo y tecnológico de las in-

dustrias y empresas; servicios y programas formales

e informales de educación transmitidos por los me-

dios de comunicación; contar con la infraestructura

científica y tecnológica y con los acervos de informa-

ción digitalizada que permitan a la población estar en

contacto con la información y los conocimientos ne-

cesarios para su desarrollo.

Lograr que el sistema educativo nacional pase de

la situación prevaleciente a la descrita no es sencillo ni

puede lograrse en poco tiempo. Una administración

federal comprometida no es suficiente, es necesario el

esfuerzo sostenido de toda la sociedad. Los cambios

deben darse pro g resiva pero firmemente, con base en

p rogramas de trabajo que comprometan a todos los

niveles de gobierno y a todos los actores del sistema;

es decir, con programas que involucren a toda la po-

blación. Iniciar este proceso es el objetivo medular de

la acción gubernamental definida en este Plan.
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